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INTRODUCCION 

Al Estado no podemos imaginárnoslo sin autoridades que lo go­
bi\~rnen, que hagan respetar los derechos recíprocos de los asociados 
)' cumplir a éstos los diversos deberes que tienen para con los demás, 
y no de ahora, sino que desde épocas primitivas, siempre hemos en• 
contrado un jefe encargado de lograr el bienestar y mejoramiento del 
grupo, estableciendo los deberes de cada uno de sus integrantes y evi· 
tando así el nacimiento de la confusión y del desorden. Pero, si lo an• 
terior se nos presenta como 1.1m imperiosa necesidad, también lo es 
que las autoridades obtengan el prestigio suficiente obrando con rec, 
titud y probidad, para lograr el respeto de los ciudadanos y conseguir 
la armonía y prosperidad dcl Estado. Mas al no estar exentos los en• 
cargados de la Administración Pública de cometer actos de insensatez 
por la propia debilidad bumana, se ha hecho necesario establecer que 
con la severidad que s: castigan los delitos cometidos por los particu• 
lares en contra de las autoridades, sea preciso castigar los delitos que 
lo& funcionario5 com~tan en contra de aquéllos, a fin de que el temor 
al castigo sea t'.1 fo::oo 11ar:1 los ;:idmini:.tradores venales; pues no sería 
correcto que el Estado c~tablecicra normas rigiendo la conducta de 
los particulares, para realizar una convivencia dentro del orden jurí­
dico que debe forzosamente imperar, y no fije en cambio, cuál deba 
~cr Ja conducta de los titulares del poder público, ya que ~.stos pue• 
den trastornar el orden jurídico en perjuicio tanto del Estado como 
de los particulares. 

Dentro de un orden Constitucional como el nuestro, donde la 
norma y la actividad del funcionario no depende ya de su voluntad 
arbitraria y caprichosa, se requiere forzosamente que el individuo que 



se ha designado para el desempeño de la función pública posea un ·~ 
conjunto de cualidades que lo hagan merecedor de su investidura, 
agrupando en su persona un conjunto de virtudes cívicas, las que se 
trítducen en un verdadero conocimiento de responsabilidad y de ad, 
hesión por parte de la sociedad. Así el Estado debe poner mucho cuí, 
dado al reglamentar las disposiciones sancionadoras de los malos fun, 
cionarios, que aprovechando la confianza que en ellos se deposita, 
hacen del cargo un medio de lucro, pues si éstos quedaran impunes, 
acarrearían perniciosos resultados a la convivencia social, creando 
una constante desconfianza por parte del grupo, que ya no vería al 
Gobiemo como una entidad superior establecida para su beneficio, 
orientándole al bienestar y progreso, sino como un poder tlespótico 
propio de los regímenes autocráticos que sólo oprimen y explotan; 
rompiendo con esto el orden jurídico que en una República repre, 
sentativa, democrática y federal como la nuestra debe existir. 

Lo anterior ha ocasionado que casi todas las legislaciones de las 
liaciones civilizadas, se hayan preocupado acerca de lé.\ responsabilidad 
en que las personas investidas de autoridad púhlica puedan incurrir 
al ejecutar cierto sactos en contra de los particulares o del Estado, 
respondiendo con esto al sentimiento popular que existe de la mora, 
lización de la conducta de aquellos en cuyas manos está el porvenir 
de los pueblos. En nuestra Legislación el Código Penal vigente, bajo 
el título de .. Delitos cometidos por funcionarios públicos", ha tipificado 
una serie de infracciones en q9e pueden incurrir los mismos, una de 
las cuales y que será tema del presente trabajo, es la concusión. 



CAPm.JLO I 

''ANTECEDENTES HISTORICOS DEL DEUTO" 
l. --Concepto. lI .-Roma. In. -España. 

IV. -Prancia. V .-México. 



• !.-Concepto. - El delito de concusión, según el Dicciona, 
rio Razonado de la Legislación y Jurisprudencia de Joaquín Escriche, 
es el que comete un magistrado o juez, o cualquiera otro funcionario 
público que abusando de su poder cobra derechos injustos, o vende la 
justicia, las gracias y los favores. Al Juez, magistrado u otro funciona· 
río público que exige derechos indebidos o vende la justicia o el fa, 
vor, se Je llama concusionario. 1 

Francisco Garrara nos dice que la palabra concusión deriva de 
la latina concuterl;', que representa la idta de ~acudir un árbol p:tra 
hacer caer sus frutos; de acuerdo con esto, la concusión sería el delito 
de aquel!os que emplean la violencia contra otro para extorsionarle 
dinero. 2 

Los autores alemanes extendieron a todo hurto cometido con 
violencia pública, la denominación de concusión. 

Algunas legislaciones dan al delito el nombre de Exacción lle• 
gal. Entendiéndose por Exacción, la acción y efecto de exigir con apli· 
cación a impuestos, prestaciones, multas y deudas; o bien la de cobro 
injusto y violento. 

! l. -Roma. - El derecho romano trataba de que nadie se en, 
riqueciera escandalosamente con la magistratura. No era permitido 
que los ciudadanos al desempeñar funciones impuestas por el Estado 
recibieran recompensa alguna por cumplirlas, y en contra de los fun­
cionarios públicos que ilegalmente se apropiaran de bienes del Estado, 
de los ciudadanos o de los no ciudadanos, se establecieron acciones 

1 Joaquín Escriche Diccionario Razonado de la legislación y Jurispruden· 
da. T. JI. pág. núm. 469. 

2 P. Carrar.t Programa de D. Criminal. T. V. Pág. 111. 
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penales las cuales podían invocarse. y ejercitarse. Así, bajo_ el nombre 
de crimen repetundanim encontramos comprendidos los que hoy lla· 
mamos delitos de concusión y cohecho; diósele tal nombre porque da, 
ha lugar a ooa acción que las provincias o las partes lesionadas ejer' 
cían para repetir y hacerse restituir las sumas indebidamente exigidas, 
acudiendo para ello a los tribunales de "recuperadores" que conocían 
de todas las quejas presentadas contra el funcionario. Esta fué la úni, 
ca pena impuesta por la ley calpurnia repetundarum. 

& hasta el siglo 11 después de J. e. 1 y sin que por ello quedara • 
proscrito el procedimiento repetundarum, cuando d delito de cons' 
treñir a alguien a dar o prestar algo, abusando al efecto del poder ofi, 
cial que el opresor tenía en sus manos, surge con caracteres propios 
dándosele el nombre específico de concussio. ª 

III.··-Espafü1. - Dentro del a;ntiguo derecho español, encon' 
tramos que el célebre código de las Siete Partidas, obra realizada por 
Alfonso X en pro de la unificación le_gislativa •Je los reinos de Cllsfr 
Ita y Uón, ya hay antecedentes del delito que nos ocupa. Así la par­
tida IU, en su título XX, ley Sa., hace referencia a las cantidades que 
los sellad()res del rey debían de cobrar y a las penas en que incurrían 
si exigían más de lo que la ley mandaba, textu:ilmente esta ley decía: 

"Recelando que los seelladores tomarien mo.s que non debien 
por d seellar de las cartas, queremqs mostrar en ?.sta ley que es el guar• 
ladon que deben haber por el seeUar: et decimos que los seelladores 
de la chancellería del rev deben haber cada uno dellos tanto como uno 
de los otros escribanos del rey: et den1as deben tomar por los preví, 
llejos que plomaren de cada uno un maravedí, et por las cartas pkv 
macias de cada una medio maravedí: et los seelladores de las 
cibdades et de las villas deben tomar cada uno de ellos por guantas, 
cartas seellaren de cada una seis dineros de la moneda que comunal' 
mente usan et despienden por la tierra, et si mas tomaren de lo que 
en esta ley manda, que selo escarmiente el rey 5egunt toviere por bien 
et por derecho. El estos seclladores de la chancellería del rey decimos 
que deben haber aquella honra et aquella guarda que los otros escri· 
banos del rey: et quien los deshonrase, ó los firiese ó los matase que 

3 T. Mommsen D. Penal Romano, T. II. Pág. núm. lBl y sigts. 
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haya otra tal pena.: et los ~elladores de. las cibdadcs et de la~ villas, 
~· s1 algt1no los dcshonrasc de dicho, ó de fecho, ó los f iricse ó los mata• 

se haya dohle pena para que hahric si non tiviesc el sccllo, así como de• 
suso dl'ximos en d titt1lo de los escribanos" . 

• 

Posteriormente encontramos que la Novísima Recopilación de 
Leyes de España, publicada en el año de 18051 en el lihro IV, título 
XXX, ley 24, decía lo siguiente~ 

"Mandamos que los alguaciles de la corte no lleven derechos de 
almotacenía, ni dcred1os de mt>ajas conforme ;\ 1.1 ley 3 tit. 30, .lib. Il. 
Otrosi mandamos, que los dichos alguacile..:; no lleven otros derechos 
c.1cmíls de los contenidos en el arancel, y los otros que por las leyes de 
nuestro Rcyno se les dieren, fuera de las cosas en el arancel contcni· 
cías, so pena de los volver con el qttatro tanto, y de suspensión de 
SllS oficiM". 

La ley la. del título XXXIII del libro V, del antes mencionado 
cuerpo de leyes, establecía que "los alguaciles debían hacer juramento 
rara el desempeño de su cargo, no pudiendo cobrar más derechos que 
los que les C$taban f.eñalados, so pena de pagar cuatro veces la can• 
tidad .exigida en demasía la primera. vez, diez veces por la segunda y 
perdiendo su cargo en la tercera; no pudiendo tampoco aprehender a 
nadie con la intención de cohechar, so pena de multa por la primera 
vez y destitución del cargo por la segunda" . 

A'!uÍ ya notamos cómo estas leyes se referían al delito de con· 
1...usión, pues prohibían a un oficial público cobrar más derechos que 
los seilalados en el arancel; castigándolo en caso de infrimdr esta dis· 
posición, con la susPmsión de su oficio y con la pena de devolver 
cuatro vece~ la cant;dad obtenida indebidamente . 

En el C'i><ligo Penal Español del año de 1822, encontramos va· 
ríos artículo:-; sancionando a los funcionarios que exigían más de lo que 
legítimamente correspondía. Así el artículo número 474 de este or• 
denamientn decía: "El funcionario público de cualquiera clase que 
para hacer lo que por su destino tiene obligadón de practicar sin de· 
rechos ni salarios, o para no hacer lo que no debe, exija: y haga pagar 
gratificación u otra adeala, o exija o haga pagr más de lo que legífr 
mamentc le corresponda por los actos en que dcha percibir salario o 
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derechos, aprovechándose de lo injustamente exigido, lo reintegrari 
tamb:én con d tres tanto por vía e.le multa, perderá su empleo o cargo, 
y no pnc.ld obtener ninguno otro público mientras no se le rehabili~e" 

El artículo número 476 por su parte establecía que: "El funcio· 
nado público que en cualquiera de lo!' casos que quedan expresado:­
en este capítulo, exija o haga exigir lo que sepa que no se c.lebe pagar. 
1': que es más de lo que se debe, sufrirú por este solo hecho, aunqu1· 
no se llegue a satisfacer lo injustamente exigido, la suspensión de s11 
empleo o cargo y sueldo por dos meses a cuatro años, y una multa de 
la cuarta parte a la mitad del importe de lo que indebidamente exija 
o haga exigir" . 

Por último, el Código Español del año dt: 1850, en su artículo 
328, se refería al delito de la siguiente manera: "El empleado público 
que exigiere directa o indirectamente mayores derechos que los que 
le estén señalados por r.1.z.ón de su cargo, será castigado con una multa 
del duplo al cuádruplo de la cantidad exigida. 

El culpable habitual de este delito incurrirá además en la pena de 
inhabilitación temporal". 

Esta reglamentación fué adoptada en los posteriores códigos de 
los años de 1870, 1'928 y aún por el código act:ual. 

IV. - Francia. - En el antiguo derecho francés se confun, 
día la concu:;ión con la corrupción. En general, el crimen de concu, 
sión podía cometerse por gobernantes e intendentes de las provincias, 
quienes a cambio de dinero, daban exenciones p:.i.ra la milicia o faenas; 
por los señores que sobrecargaban a sus súbditos de nuevos impuestos 
y por los oficiales de justicia que abusaban de sus funciones en perjui­
cio de las partes; pero el delito de concusión no se extendía propia­
mente, sino a los abusos cometidos por los jueces y los hombres del 
rey. La mayor parte de los hechos que se mencionan en las disposicio ... 
nes antiguas, son más bien hechos de corrupción que de concusión . • 

Por lo que respecta a la pena, ésta era arbitraria, quedaba supe' 
ditada a las circunstancias del hecho y a la calidad de las personas, 

• Chavea u y Hclie Theorie du Code Penal, T .. II rágs. 574 y sigs. 

-14-

._: . . 



~ 
1 

~ castigaba con la censura, con el destierro, con la confiscación de 
cuerpos y bienes y aún con la pena de muerte, que se aplicaba sola­
mente a los hombres de guerra. 

El Código Penal de 1791, ya hace mención del delito de concu• 
sión: "Todo funcionario u oficial público, toda persona sujeta a la 
percepción de derechos y contribuciones públicas, que esté convenci­
da de haber cometido por él o sus encargados el crimen de concusión, 
será castigado con la pena de seis años de hierros, sin perjuicio de la 
restitución de sumas recibidas ilegítimamente,, . El delito en cuestión 
era tramitado ante jurados especiales. En el Código de 1810 ya no 
simplemente se hace referencia a la concusión como en el anterior, sino 
que al contrario se asientan con toda claridad los elementos del delito. 
El artículo 174, modificado por la ley de marzo de 1863, dice lo si­
guiente: 

'"Todos los funcionarios, tocios los of iciale.s públicos y sus comisos 
o encargados, todos los recaudadores de derechos, tasas, contribuciones, 
denarios, rentas públicas o comunales y sus comisas o encargados, que 
sean culpables del crimen de concusión, ordenando pel'cibir o exigien• 
do o recibiendo lo que sabían no era debido, o exceder en lo que era 
debido por derechos, tasas, contribuciones, denarios· o rentas, o por 
salarios o tratos, serán castigados a saber: funcionarios y oficiales, 
con pena de reclusión, sus comises o encargados, con prisión 
de dos a cinco años cuando lo exigido sea superior a tres­
cientos francos. Cuando Ja cantidad es menor, la pena se reduce, la 
tentativa del delito se castiga como el delito mismo. En todos los ca• 
sos, los culpables son condenados a una multa cuyo máximo será la 
cuarta parte de la..<; restituciones v de los daños y perjuicios y el mínimo 
de la décimasegunda parte" . 

V .--México.-Por lo que respecta a nuestra legislación penal, 
podemos estimar como fuentes directas de la historia de nuestro dere­
c.ho, las leyes que rigieron durante la dominación española. El derecho 
pr.ecortesiano que existió entre los pueblos que habitaban nuestro país 
y que conocemos a través de los códices, pinturas y monumentos que 
existen, quedó abandonado al trasplantarse las disposiciones jurídicas 
españolas a territorio americano. Las .. Leyes de Indias" disponían en 
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su ley 2a., título I, libro U, que: "En todo lo que no estuviere deci• 
dido ni declarado por las leyes de esta recopilación o por cédulas, pro• 
visiones u ordenanzas dadas y no revocadas para las Indias, se guarden 
las leyes de nuestro Reino de Casti_lla conforme a las de Toro; así en 
cuanto a la sustancia, resolución y decisión de los casos, negocios y 
pleitos, como a la fonna y orden de sustanciar" ._5 

AJ comienzo del México ind.~pendiente, se siguieron observando 
como bur.nas, las leyes que impusiera el conquistador: La Recopilación 
de Indias, las Ordenanzas de Minería, de Intendentes, la Novísima Re• 
copilación, las Siete Partidas y las Ordenanzas de Bilbao. Pero al ~ta­
blecerse por el artículo 40 de la Constitución de 1857, la independen· 
cia y soberanía de los estados de la. Federacibn, para que cada uno de 
ellos en ejercicio de su soberanía, sin derogar la legislación Virreinal y 
haciendo suyos los conceptos consignados en la circular de 1838, que 
declaró la vigencia en la República de las Leyes de Partida, Recopila­
ciunt>.s y Decretos de las Cortes Españolas (en la parte conciliable con 
el sistema de gobierno adoptado), dictaran leves cuya promulgación 
era necesaria para la solución de los problemas del país y su desarrollo 
político se comienzan a sentar las bases de nuestro propio derecho, sien· 
do el Estado de Veracruz en el año de 1869, el primero en el país que 
llegó a poner en vigor sus códigos Civil y Penal, obra realizada por el 
licenciado Femando J. O>rona. • 

Durante la presidencia de Dn. BenitoJuárez, en el año de 1867, se 
encargó al Secretario de Instrucción Pública, licenciado Antonio Mar• 
tinez de Castro, la organización de una Comisión Redactora del pri­
mer Código Penal Federal Mexicano, la cual tuvo que suspender sus 
trabajos a causa de la intervención Francesa y del Imperio. No es sino 
hasta el año de 1871, cuando el proyecto del Código Penal para el 
Distritr> Federal y Territorio de la Baja California, sobre delitos del 
fuero común y para toda la República sobre delitos contra la Federa­
ción es pre..i;entado a las cámaras, siendo aprobado y promulgado. 

Dentro del ordenamiento anterior, en su título XI .. Delitos de los 
funcionarios públicos en ejercicio de ti'Us funciones", capítulo V, en-

1 T. Esquivel Obregón. Historia del D. en México. 
• A. de Medina y Ormaechea. D. Penal Mexicano, págs. 2 y 677. 
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~ contramos el artículo 1032 que nos define el delito de concusión de la 
siguiente man~ra: "Comete el delito de concusión el encargado de un 
servicio r.ii'iblico que, con el carácter de tal y a título de impuesto o con• 
tribución, recargo, renta, rédito, salario o emolumento, exija por sí o 
por medio de otro, dinero, valores, servicios o cualquier otra cosa que 
:.epa que no es debida o en mayor cantidad que la señalada por la ley''. 

Las penas que establecía para los funcionarios que cometían el 
delito, fueron las de: destitución de empleo, inhabilitación para obte• 
ner otro por un término de dos a seis años y multa del duplo de la 
cantidad que hubieren recibido indebidamente, si ésta pasaba de cien 
pesos se imponía además la pena de tres meses a dos años de prisión; 
igual sanción se establecía para los encargados o comisionados de un 
Funcionario Público que, con esa investidura, cometieran el delito de 
:oncusión. 

Nuestro c.ódigo Penal del año 1929, debido a la obra del licen• 
ciado José Almaraz y expedido durante la presidencia del Sr. Lic. 
Emilio Portes Gil, reglamenta en su título vigésimoprimero, capítulo 
I, denominado .. Del Peculado y de !a Concusión", artículo 1226, el 
delito que nos ocupa, en la mism¡l forma que !o hacía el anterior de 
1871. 

El código penal vigente, que comenzó a regir el 17 de septiem.' 
bre de 1931 y que abrogó al anterior de 29, configura al delito en su 
libro II, título X, .. Delitos cometidos por funcionarios públicos", ca• 
pítulo V, art. número 222. 
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CAPITULO Il 

"DELIMITACION DE LA CONOOSION COMO 
FIGURA DELICTIVA" 

l.-:-Conrusión propia. Il.-Concusión ¡impropia. Ill.--Concwión 
• explicita. IV.-Concusión implícita. V.-Concusión sin el 

elemento "de robo". Vl.-Diferencias con el cohecho. 
Vll.-Cktsificación del delito. 



La concusión en nuestro Derecho Penal vigente, se nos presenta 
como un delito independiente, autónomo con características propias. 
Está tipificado por el c.ódigo Penal de 1931, en el líbro 11, título X, 
capítulo V, artículo 222, de la manera siguiente: "Comete el delito 
de concusión, el encargado de un servicio público que con el carácte1· 
cie tal y a título de impuesto o contribución, recargo, renta, rédito, 
salario o emolumento, exija por sí o por medio de otro, dinero, valo­
res, serv1cios o cualquiera otra cosa que sepa no ser debida o en mar 
yor cantidad que la señalada por la ley". Basta analizar este artículo, 
para apreciar la diferencia que guarda el delito con las demás figuras 
delictivas, no pudiéndose confundir como sucedía en el derecho ro· 
mano y en las legislaciones antiguas que de él surgieron, con el delito 
de cohecho. 

De :i.cuerdo con lo expuesto, cuando el encargado de un servicio 
público obtiene un lucro que sabe es indebido de un particular, va• 
liéndose para ello de la autoridad pública de que está investido, nos 
encontramos frente al delito de concusión; más no lo estaremos si el 
lucro se obtiene por el uso de otros medios, pues entonces el delito 
será de aquellos cometidos en contra de las personas en su patrimonio, 
y la concusión no puede ser cometida sino por aquellos que f.stán in· 
vestidos de autoridad, como lo son los encargados de los servkios pú· 
blicos. De Jo expuesto puede hacerse primeramente una divisil)n de la 
concusión en Propia e Impropia. ' 

!.--Concusión propia.-Hay concusión propia, cuando el que 
exige algo que sabe no es debido o en mayor cantidad que la señalada. 
por la ley, es el encargado de un servicio público y tiene por lo tanto 
autoridad, de la cual se vale para exigir. 

11.-Concusión impropia. - Hay concusión impropia, cuando 
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"~ que exige, lo hace con una autoridad de la cual no está investido y 
LOn pretexto de ella obtiene un lucro determinado abusando del error 
en que el particular se encuentra. Así, la concusión impropia es la 
que comete un particular no con el uso, porque no lo tiene, sino con 
el pretexto de la autoridad. Lo anterior puede ocurrir ya sea simulan­
do la existencia de una autoridad, como en el caso de particulare5 que 
falsifican las credenciales de los oficiales núblicos para obtener dinero, 
o simulando ser los encargados de cumplir una orden emanada de un 
verdadero servidor público; en e.ste raso se trata de concusión impro­
pia, porque el que está investido verdaderamente de autoridad no es 
el que hace uso de ella. Qt.rrara nos dice que la simulación no sieol'I 
pre deriva del propósito de obtener un lucro indebido y que aún cuan­
do se tenga la intención de obtener un lucro, no siempre se persigue 
por medio del temor. &te hecho dice el autor citado puede presentar­
se en tres formas distintas: 1 . -Cuando el particular usurpa un ofi­
cio que no tiene, o bien el oficial destituí do o suspendido continúa 
abusivamente ejerciendo el oficio perdido para obtener dinero en vir­
tud del cargo, caso típico éste de concusión impropia; 2.-Cuando el 
particular se hace pasar por autoridad pública para obtener conf ian­
za y poder así lucrar, como suc1:d~ cuando S\~ ha:.-e pasar por persona 
enviada para el arreglo de asuntos gubernativos; aquí vemos cómo no 
puede existir concusión, pues no hay uso de la autoridad con la que 
el particular se dice investido, sino que solamente se vale de ella para 
obtener crédjto; y 3 .-Cuando pcr simple ánimo de jactancia o de 
vanidad, alguien se dice encargado de un servicio público, o bien el 
empleado suspendido que, avergonzado de confesar la suspensión su­
frida, continúa ejerciendo la función honestamente. Este tercer caso 
tampoco puede decirse sea concusión, pues no se obtiene ningún lu­
cro, no se hace uso de la autoridad que se simula tener. 

Finalmente, el autor citado, expone que desde un punto de vista 
jurídico, no debe de haber diferencia entre el p:irticular que nunca es­
tuvo investido de función pública y que la asumió falsamente, y el 
oficial público que en un tiempo la invistió pero que posteriormente'1 

fué despojado de ella, pues tanto uno como el otro, obtuvieron un lu­
cro afirmando tener una calidad que en realidad no existe . Pero si 
esto lo vemos desde un punto de vista político, resulta mucho más pe­
ligrosa la continuación indebida dd cargo, porque es mucho más f á-
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cil poder engañar al público, haciéndole creer que todavía se disfruta 
ciel cargo que en un principio se tenía. 1 

Existen individuos que por tener, o simular amistad, intimidad o 
parentesco con personas encargadas de un servicio público, o incluso 
con algún funcionario, andan predicando poder hacer favores u obte' 
ner ciertas prerrogativas, en virtud de la influencia de que gozan, ob, 
teniendo por esto dineros o donativos de las personas que caen ba;c. 
sus engaños, a las cuales se les vende una influencia que en realidad, 
no se tiene: este caso cae dentro de la concusión impropia, puesto que 
el alarde de autoridad, no lo hace la persona que en realidad está inves, 
tida de dla; a éstos se les ha denominado con los nombres de: asiduos, 
sicofantes o ve.nde humos, como lo hace Carrara, quien nos dice que 
la fórmula venta de humo es clásica, porque se remonta al derecho 
1 o mano . El delito supone como cosa esencial que los arreglos que se 
prometan sean falm~. 

lll.-Concusión explícita. -Ahora bien, analizando nuestro ar· 
tículo número 2 22, cbservamos que el encargado del se.rvicio público 
puede exigir, en primer lugar, dinero, valores, servicios o cualquiera 
otra cosa que sepa no ser debida, valiéndose C"Omo ya hemos hecho 
mención, del cargo que desempeña, presentándose entonces lo que se 
ha denominado concusión explícita, es decir, aquella en que se logra 
obtener del particular algo que se sabe no debe. 

IV .-Concusión implícita. -Esta se produce cuando se exige 
una cantidad mayor de Ja que en realidad debe el particular, en virtud 
ciel error en que lo hace caer el encargado del servicio público; aquí 
podemos ver que el abuso se oculta, en cambio en la concusión explí­
cita se pre...c.enta de una manera más descarada. 

V.-Concusión sin el elememo "de robo". - En el delito que 
nos ocupa, pcx.lemos todavía hacer otra distinción, que ha dacio lugar 
a diversas opiniones. Para algunas leyes y algunos autores, la con, 
cusión sólo se presenta cuando el encargado del servicio público o 
un tercero, retiene para sí, las cantidad~s que indebidamente o en ma, 

r F. f'. ...... .,~:l. Programa de D. Crimin;i 1 • V. pág. núm. 114 a 120. 
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yor. cantidad que las señaladas por la ley hayan exigido en virtud del 
cargo que clesempcfian; pero en cambio ot1«L5 legislacio9es, consideran 
que existe la concusión independientemente de que las sumas percibidas 
abusivarncntc, vayan a parar al erario público o queden en provecho 
de los concusionarios, caso este último c.on el que está de acuerdo 
nuestra legislación penal vigente, puesto que cuando el dinero obtenido 
indebidamente va a parar al erario, el exceso de celo del funcionario 
en la percepci0n da lugar a la comisión del delito que queda diferen· 
ciado de la forma tradicional sólo por una menor gravedad, que como 
dicen ciertos autores, consiste en la falta del elemento "de robo" ca• 
racterístico en lí¡l concusión, pero el caso conserva todas las demás ca• 
racterísticas de este delito. 2 

VI.--Dif e.rencia.~ con el cohecho. -En cuanto a la distinción que 
existe entre el delito que nos ocupa y la corrupció~ o cohecho, con el 
1:ual en lo::: derechos antiguos se confundía; encontramos que ésta .se 
diticulta en algunos casos especiales de cohecho. 

El cohecho está reglamentado en el artículo nymero 217 del Có­
digo Penal de 1931 para el Di:>trito y Territorios Federales de la si· 
guiente manera: 

"Comete el delito de cohecho: 

1.-La persona encargada de un servicio público, que por sí o 
por interpósita persona solicite o reciba indebidamente dinero o cual· 
quiera otra dádiva, o acepte una promesa directa o indirectamente pa­
ra hacer o dejar de hacer algo justo o injusto, relacionado con sus fl,!n• 
dones, y 

11 • -El que directa o indirectamente dé u ofrezca dádivas a la 
persona encargada de un servicio público, sea o no funcionario, para 
que haga u omita un acto justo o injusto relacionado con sus fun· 
. " c1one.s • 

Por lo tanto, nuestro Código acepta dos casos de cohecho, a sa, 
ber: 1 . - El cometido por el encargado de un servicio público que so-

2 &bastión Soler. D. Penal Argentino. T: V. pág. 216. 
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licitr o r~dba d{idivas para e,iccutar un acto, ya sen justo o injusto, 
que esté relacionado con sus funciones; y 2. · -El cometido por un 
particnlar que induce al encargado de un f.crvicio público, a recibir 
dádivas, para que haga u omita un acto Justo o injusto relacionado 
con sus funciones; al primero se le denomina cohecho pasivo y al se­
gundo activo . 

. Ahora bien, en los casos de cohecho pasivo, no siempre encontra­
ri1os que el encargado del servicio público se dirija de una manera des­
e.arada al particular exigiéndole dádivas para hacer o dejar de hacer 
algo relacionado con sus funciones, sino que, valiéndose de mañas 
hace comprender que está dispuesto a recibir algo; entonces el parti­
cular ante esta insinuación hecha por el servidor público y ante el te~ 
mor justo o infundado de poder sufrir un perjuicio, comprende y ha, 
.-:e el of rccimicnto. Pero no por ello vamt...:; a df!cir que él es el autor 
de la iJea criminosa. con gusto habría preferido no hacer aquella en­
trega confiado en su conciencia y en la justicia de sus razones, pero 
se le ha hecho comprender que era necesario saberse recomendar para 
obtener una resolución justa y entonces constreñido por la autoridad 
haee Ja entrega; no podemos decir que se trata de un codelincuente, 
sino más bien de una víctima. En este caso se dificulta demostrar si 
el cobro indebido que se hizo de dinero se debe de encuadrar dentro 
del delito de cohecho o en el de concusión, o si debe castigarse al par­
ticular conio delincuente sobomante, o bien se le debe de entender 
como una víctima del servidor público venal. 

Fuera de la situación antrrinr. se pueden señalar una serie de 
Jatos que establecen las diferencias entre las dos figuras: 

1.-En el cohecho, cualquiera que sea la parte que toma la ini­
ciativa, se llega a un acuerdo voluntariamente perfecto, se ofrece por­
que se quiere dar. En cambio en la concusión lo que se da, no es por 
un acuerdo de voluntades de las partes, sino que :;e entrega por error 
o por temor, es decir, el pa_!:!icular que es quien se entrega, tiene una 
voluntad viciada . 

2.-En el cohecho nos encontramos que existe un acuerdo entre 
las partes que intervienen, para q11e el seividor público haga o deje de 
hacer algo justo o injusto. En la concusión, el encargado del servicio 
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público, exige y hace pagar algo que sabE> no. se debe o en maym· can1 

tidad que la debida; pero nunca el funcionario S!?. compromete a hac~r 
o dejar de hacer algo relacionado con sus funciones. 

3. -En el cohecho encontramos a dos sujetos activos: el funciO' 
nario en el cohecho nasivo y el particular en el cohecho artivo. M{en• 
tras que en la concusión siempre el suj(>tO activo lo será el funcionario. 

Ma.nzini al hablar. de tas diferencias dice:· "en el cohecho, el 
germen patógeno viene del exterior, es un aerobo; la concusión pue• 
de presentarse en cambio, como una autointoxicación, se trata de un 
germen interno de un anerobo". 3 

5 .-Según Ernesto J. Ure, la concusión es un delito unilateral; 
el cohecho en c.'lmbio es bilateral, presume la. existencia. de dos volun· 
tades rnderezadas al mismo fin incrimina.ble. El particular es sujeto 
activo junto con el funcionario, en el cohecho; mientras que en la 
concusión, aquel es sujeto pasivo no culpa.ble.• 

6. -En el cohecho se entrega a sabiendas de que no se está le­
galmente obligado. En la concusión en cambio, se hace la entrega ere• 
yendo que existe esta obligación . 

Carrara nos dice que con el fin de establecer una linea cierta 
de separaá.ín entre la concusión y el cohecho, y con el propósito de 
decidfr cuándo se debe o no implicar en la responsabilidad penal al 
particular que entregó dinero al oficial público, algunos autores han 
sostenido que se debe hacer una distinción a.cerca de si fué justo o in• 
justo el acto por el cual se prometió o se dió dinero al oficial público. 
Si el acto por el cual se dió el dinero era injusto, ya no se puede ha• 
blar de concusión; el particular. en este caso y1 no podrá alegar que 
fué una víctima de las exigencias de la. autoridad, puesto que él quiro 
y compró con dinero aquel acto que sabía era injusto, teniendo por lo 
mismo una voluntad malvada y tomándose en un codelincuente. Pero 
si por el contrario, el acto por el cual se hace la entrega del dinero 
es justo, ya no se puede alegar que se trate de! delito de cohecho, ni 
se puede atribuir culpa o pena alguna al particular, pues éste, ante la 

¡. 

s VinccnUl Manzini. Tratado de D. Penal. T. JI. pág. núm. 84. 
• Ernesto J. Ure. Temas y Casos de D. Penal. p(1g. núm. '237. 
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poca honradez demostrada por el servidor público, se. vió obligado a 
confiar más en la fuerza de su dinero que en la fuerza de las justas ra· 
zones expuestas. Aquí vemos cómo el particuhr se desprende de su 
dinero para poder obtener así un acto justo, lo que hace ante las de· 
mostraciones de desvergüenza del oficial y ante el temor de que aquél, 
en virtud de su autoridad, pueda violar sus derechos no obstante ser 
sagrados, por venganza de no haber sido pagado. Colócase el particu• 
lar en d plano de un sujeto pasivo del delito, que no conoció ni quiso 
la violación de la justicia en la substancia; si se violó la justicia en 
c11anto a la forma esto fué por culpa de la venalidad del encargado del 
sr.:rvici0 públicu, quien provocó que el particular se sometiera a costa 
de su propio dinero. 

El autor a que hemos hecho mención, nos .:lice que este sistema 
de d!stmción en..:ierra un grave peligro, que consiste en la. dificultad 
de determinar si el particular tiene o no un concepto claro .:le lo justo 
y de lo ínjnsto; porque todo particular puede ~rce!" que tiene la ra· 
z0n, cuando en realidad no la tiene y tener la .:encienda de que algCl 
es justo cuando en realidad no lo es, o bien puede llegar el caso <le afir• 
mar, q•Jc cree algo, aun cuando no lo crce.5 

Esta. di~tinción, no puede servirnos dentn_, de nuestra Legisla• 
ción Penal, para diferenciar al delito que nos ocupa de aquél con 
quien tradicionalmente se ha confundido. pues el Código Penal vigente 
al hahlamos del cohecho en la fracción .1 del art!culo 217, nos dice que 
éste existi> cuando se solicite o reciba dinero o dádivas para hacer o 
dejar de hacer algo justo o injusto. Quedando .tquí reglamentado que 
existirá el delito de cohecho cuando se reciba rlinero u otra cosa para 
hacer algo, tanto justo como injusto, y que no i;c puC'de acP.ptar ya lo 
dicho en el sentido de que cuando se dé para •Jbtrner algo injusto se 
estará ante el delito de cohecho y cuando al contrario se dé para 
obtener algo justo lo estaremos ante el de concusión. 

Manzini, por su parte, establece como un criterio de distinción: 
el que en Ja concusión el funcionario puede pedir o exigir; en cambio 
en el cohecho ~ólo acepta. Esta diferencia no se puede aceptar tampo­
co dentw de nuestra Legislación Penal, pues el artículo 21..,, frac• 

1 F. Carrara. Programa de D. Criminal. T. V. p:t~. núm. 122. 
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ción 1, del Código Penal vigente, reconoce como cohecho aquel cas<' 
en que el servidor p'l1blico solicite o reciba dinero o dádivas, para ha­
cer o dejar de hacer algo justo e in_iusto, reladonado con sus fun· 
cinnes." 

Tomando en cuenta las dif erenc1as y cari.lcterísticas que de los 
dos delitos se han expuesto, y aquéllas en las que varios autores ~ han 
basado, f ádl es ya notar la línea de separación que entre los dos 
existe, y que, como ya dijimos con anteriorida_d ron tratados por nues' 
tra legislación como figuras delictivas diversas. · 

VIl.-Clasifícación del Delito.-Como clJsificación que corres­
ponde a la fig•ua delictiva que estudiamos, podemos estahlecer lo si, 
gtliente: 

1.-Ddito doloso.-Se trata tomando en cuenta su elemento sub­
jetivo o "acción psíquica" como la llama Ferri, de un delito Doloso o 
Intencional. T 

El dolo era concebido en el derecho romano como un engaño o 
artificio; teniendo con posterioridad una evolución constante hasta lle, 
g:ir a entenderse como la intención que acompafia a un acto delictuoso 
o !a voluntad con que se realiza. Francisco Carrara, entendía por 
dolo la intenc.ión más o menos perfecta de realizar un acto que se sabe 
contrario a 1a ley.ª 

Para Pessina, cuando el agente del delito sabe se viola el derecho 
y además es voluntad suya violar la regla, existe el dolo y esta acción 
debe ser sanc!onada por la justicia penal.' 

A juicio de Ferri, la definición de Carrara debe tomar en cuerv 
ta el oh jeto o efecto, que el delincuente quiere se prcxluzca como re' 
sulado al realizar el acto. Modernamente, se aceptan como esenciales 
para integrar el concepto del dolo, tanto los elementos intelectuales 
(referidos al conocimiento de los hechos delictuosos y su significación 

• Vinceruo Manzini. Tratado de D. Penal. T. V. pág. 112 y 113. 
1 l!nrico Perri. Principii di diritto Penale. T. l. pág. núm. 419. 
1 P. Carrara. Programa de D. Criminal. T. l. pág. núm. 69. 
• Enrique Pessina. Elementos de D. Penal. T. l. í'iLg. núm. 206. 
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a11tijurí<lica), como los elementos emocionales (referidos a la actitud 
volitiva rlel sujeto, en relación con los hcclms conocidos), separándose 
así la~ tendencias que sólo veían en el dolo el demento volitivo, y las 
que ~!o le asi~naban como esencial el elemcnt'.) de representación.'" 

De lo expuesto podemos establecer que el dolo está formado por 
la voluntad o intención de realizar un acto delirtt..:>so, cuyo efecto se 
ha previsto o reprc.scntado y se ha querido. Así, en el delito de concu• 
sión observamos cómo el servidor público que exige algo que sabe y 
conoce no es debido, tiene la voluntad o deseo de cometer este acto y 
4uiere se produzcan los efectos, quedando por lo tanto comprendido 
el delito dentro de la presente clasificación. 

11.-Delito de lesió11.-Esta cla:;c dr delito se pres~nta, cuando al 
ejecutarse el hecho por el agente, viene una modificación dd mundo 
exterior lesionándose u ofendiéndose d h1en prutegido por la ley. El 
concusionario al exigir algo que s.1he es indebid0 o en mavor cantidad 
que la señalada por la ley de un particular, demuestra falta de hones• 
tidad, ejecuta una acción lesiV'a en un .. bien protegido jurídicamente; 
es decir, comete un delito de lesión. · 

lll.-Dc!ito comisivo.-f\. este Jelito se le conoce también como 
delito de Acción. Manzini no acepta esta denominación, "porque ele 
este modo, dice, re confunden las modalidades del hecho con la esen· 
cia del delito". La acción puede servir según el autor, para consumar 
tanto un delito comisivo como aquel con el cual se opone o sea el 
omisivo, ya que el carácter comisivo u omisivo ie proviene al delito d~ 
su esencia y no de los presupuestos del hecho. Sin embargo, la acción 
es el medio más común para el nacimiento de los delitos comisivos, :1 
consiste en la manifestación voluntaria de una actividad positiva efec· 
tuada por el agente, para la obtención de un efe,to que es la finalidad 
del hecho.11 

Así, delito comisivo o delito de acción, es aquél en que los efectos 
tienen com0 causa determinante un hecho positivo del sujeto; es decir, 
requieren ge~.eralmente un movimiento, una acción del sujeto. Acción 

10 Enrko Ferri. Principii di diritto Pcnale. T. I. pág. núm. 422. 
11Vincenzo Mam:ini. Tratado de D. Penal. T. 11. pág. núm. 90. 
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é!'ta que la encontramos en la concusión, en la c"":3~ncia que por sí. o 
p01· medio de otro hace el concusionario para la obtención ele valores. 

IV.- -Oclito f onnal.--Tomando en cuenta sus resultado:: la con• 
cusión es un delito formal; se consuma con la sola ejecución del hecho 
que> ¡a rnnstituyc; basta la acción del culpable para consumar el de· 
lito, independientemente de que se produzca el ~fccto que se haya qu:• 
rido alcanzar. Para su consumación no es necesario que r.l sujeto pasi• 
vo haya efectuado la entrega del dinero que se le quería extraer, el de• 
lito se agota simplemente por la sola acción del servidor público .. c!c 
exigir al particular algo que sabe no es debido o en mayor cantidad 
q\:c la :-:eñalada por la ley. 

V.--Delito simple.-Desde el punto de vista de su contenido el 
delito que nos ocupa es simple. Delitos simples son aquello.:; que est.1n 
constituidos y se perfeccionan con un solo acto, no requieren la repe• 
tición habitual dd acto para que éste se juzgue delictuoso como en el 
caso del delito habitual con el cual se opone, sino que basta se ejecute 
ur:a sola vez para que :;e entienda :;e ha violado la ley. 

VI.--Delitn instantáneo.-En cuanto a la consumación de les <le• 
litos se ha hecho una clasificación de mucha importancia, tanto para 
el derecho substancial como para el derecho procesal. dh"Ídiéndolos en 
instantám.·os y permanentes. 

Manzini nos dice que para establecer la noción de estas dos for• 
mas del delito, es necesario no confundir la permanencia de los efec• 
tos de un delito con la permanencia del delito mismo, pues existen de• 
litos instantáneos donde los efectos por ellos producidos son penna• 
ncntes, v. gr.: el homicidio, las lesiones.11 

Delito instantáneo, es aquél en que una vez que se han consu· 
mado o concretado todos los elementos constitutivos del delito, se pro­
duce un efecto positivo, que puede continuar o desaparecer una ~z 
que ha ce,<;aJo la acción u omisión; la cual nunca debe continuar en 
esta clase de delito. Expresa Manzini que en los delitos instantáneos 

•~ Vincenzo Manzini. Tratado de D. Penal. T. Il. pág. núm. 100. 
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e:~ posihle solamente la repetición cuando se trata de un delito r.on· 
tin1Jad0. 13 

Permanente es aquel delito, en que la actividad criminosa persis· 
te y en consecuencia también el estado de antijurícídad. 

El delito de concusión resulta instantáneo, porque la activi<lad 
delid:uosa desarrollada por el encargado del servicio público, s-?. agota 
con la exigencia y obtención en su caso de las cantidades que no debe 
el particular, valiéndose para este fin de su autoridad. 

VII .-Delito ttnilateral.-Los delitos pueden ser cometidos por 
un solo :igentc, o bien pueden intervenir en su comisión dos parte.:;; 
Jl:í.1Nni:.i:> a los primeros unilateral y a los segundos bilaterales. Los uni­
lateral~s consisten en un hecho delictivo unitario, los bilaterales cst!m 
formado..; por una relación delictiva. 

Para 1fanzini los delitos unilaterales pucc!en ser individuales o 
colP.ctivos. Los individuales son aquéllos que ¡:uc<len cometerse por 
una sola persona, mientras que los colectivos exigen corno requisito in' 
<lispensahie, la intervención de varias persona:; con acción asociada 
para la ohtcnción de un determinado fin común. El delito es unilate' 
raJ en ambos casos, ya que la acción parte de una o de varias personas 
asociadas con el fin de violar un mismo precepto penal. 

El delito de concusión reglamentado por el artículo número 222 y 
siguientes de nuestro Código Penal de 1931, es unilateral ya que cla­
ramente se establece que lo comete el encargado de un servicio públi­
co. que con ese carácter exija por sí o por medio de otro, alguna cosa 
que ~hf; no .:s debida. La acción está representada por el encargado 
del s~rvicio público, o bien por otra persona que en complicidad con 
el encargado del servicio se a...:;ocian para la comisión del delito; pre­
sentándos¿ en el caso primero un delito unilateral individual y en el 
segundo un delito unilateral colectivo. 

VTII.-Ddiro especial.-Tomando en cuenta al sujeto activo 
del delito, el que estudiamos queda clasificado dentro de los delitos 
especiales; puesto que no puede ser oometido por cualquier persona 

15 Vinccnzo Manzini. Op. ci,. pág. núm. 105. 
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sin cfü:tinción alguna, sino que exige que el sujeto activo revistn. una 
determ\nílda cualidad personal, de manera que no puede cometer&-: 
más que por las personas que poseen dicha cualidad. 

Para qtte ~. cometa el delito de concusión, es indispensable que 
la exigencia de lo indebido se haga por aquél que está investido de 
autoridad pública y que por to tanto, reviste una cualidad especial 
q\Je lo di~tingue del común de las personas. 

IX.-Delito de acción pt'tblica.-Consicerando a la acción des• 
de un punto de vista procesal se pueden clasificar los delitos, en ele· 
litos de acción pública o perseguibles de oficio y de acción privada o 
punibles mediante querella o denuncia. La inclusión del delito en una 
u otra categoría depende de cada legislación. 

El artículo número 262 del Código de Procedimientos Penales 
para ei f)1strito y Territorios Federales vigente, establece que: ''T<Y 
dos los funcionarios de policía judicial deben investigar de oficio 
los delitos de que tengan noticia, excepto: l.- --Cuando se trate de 
delitos en qoc ~lo se pueda proceder por querella necesaria; y II.­
Cllandn la ley exija algún requisito previo, si é.:;te no se ha llenado". 

Por su parte el artículo número 263 del ordenamiento mencio• 
nado establece: "Sólo ~rán perseguirse a petición de la parte ofen, 
elida, los siguientes deiitos: 1.-Rapto y estupro; II.-Injurias, difa· 
maciones, calumnia y golpes simples; y IIl.-Los demás que deter• 
mine el Código Penal". 

/\hora bien, con apoyo en la primera parte del artículo número 
262 y en la fracción III del artículo 263 del C'ódigo de Procedimien• 
tos Penales, analizando además la reglamentación que del delito de 
concusión hace nuestro Código Penal en sus artículos 222 y siguien• 
tes, tenemos que llegar a establecer que se trata de un delit9 de ao 
ción públic:a, perseguible de oficio, no existiendo ninguna disposición 
en contrario en nuestro Código Penal vigente. 
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CAPITULO 111 

"'SUJETOS Y ELEMENTOS DEL DELITO'' 
1.-Su;eto activo. Il.-Sujeto pasivo. lll.-Objeto 

material. N.-Objeto jurídico. V.-l..4 acción. 

VI.--El daño. VII.-lA sanciÓn. 



El artículo séptimo de nuestro c.ócligo Penal de 19l 1 ~efine al 
delito como el acto u omisión que sancionan las leyes penales. Como 
concept.o del mismo se puede tomar el siguiente: es un hecho humano, 
antijurídico, real o potencialmente lesivo de un bien o interés prote• 
gido por la ley, que tiene oomo consecuencia una sanción que se im• 
pone al que lo comete.' De una manera innegable todo delito requiere 
la existencia de un sujeto actiro, un sujeto pasivo, un objeto jurídico 
y materia.!, una acción y un resultado que no es otro que el daño que 
se produce, lo cual obliga a hacer el estudio de cada uno de estos ele• 
mentos y referirlo al delito que es materia del presente trabajo. 

J.-Sujeto activo.-Se liama sujeto activo del delito a la perso­
na que lo oomete o que participa en cualquier forma en su ejecución . 
.Al primero se le conoce como sujeto activo primario y al que partí• 
c1pa como sujeto activo secundario. En consecuencia pueden ser su, 
jetos activos del delito uno o varios individuos, ya actúen en forma 
aislada o en coparticipación (Art. 13. C. P.). 

Por lo que se refiere a la capacidad para ser sujeto activo del de, 
lito, no existe el problema cuando se acepta como muchos autores 
lo hacen, el principio de la responsabilidad legal, en virtud de la cual 
son responsables todos los autores de delitos, entendiéndose por lo 
tanto como sujeto activo todo individuo sea o no capaz, que cometa 
éste. Las sanciones que se im¡xmgan al sujeto activo deberán estar 
de acuerdo con las condiciones personales del agente y de especial ma• 
ncra, .11 grado de peligrosidad demostrada. Pero en nuestro derecho, 
solamente el que tiene capacidad legal puede ser responsable o impu• 
table de un delito y sancionado por él, al declarársele culpable como 
resultado del juicio de valorización general encomendado a la auton• 

1 Eusebio Gómez. Tratado de D. Penal. T. J. pág. núm. 382. 
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dad·. jurisdiccional. Los no imputables que incurren en una acción u 
omi$iÓn consideradas como delito, son sometidos siendo mayores de 
edad a medidas de seguridad o a medidas tutelares en caso contrario 
(Arts. 15 y 24 C.P.). 

La doctrina y el derecho moderno sostienen que sólo la persona 
humana puede ser sujeto activo de la infracción, ya ·que actúa en 
virtud de su propia voluntad y por lo mismo es un ser imputable; en 
consecuencia la responsabilidad penal resulta personal. En el antiguo 
Oriente, Grecia, Roma y Edad Media, los animales fueron humani­
zados, considerándoseles como sujetos activos de los delitos y castigán, 
doseles para impresionar aun cuando se reconocía que éstos no ddin' 
quían. Nuestro Código Penal vigente tomando en cuenta los prind, 
pms sostenidos en el derecho moderno, sólo reconoce como único Pº' 
sible sujeto activo del delito a la persona humana; tal cosa se des·· 
prende de la forma en que se encuentran reglamentados los artículo:> 
7, 8, 9 y 10 de la citada Ley. 

Conforme a nuestro derecho penal, pueden ser sujetos activos 
del delito de concusión tanto el encargado de un servicio público cu, 
ya función consista en la percepción de derechos y que con tal carác, 
t.er exija cosa que sepa no ser debida o en may0r cantidad que la se­
ñalada por la ley, como otra persona si actúa con conocimiento del 
abuso de que se trata de cometer, convirtiéndose por este solo hecho 
en un partícipe o sujeto activo secundario por el fenómeno de copar­
ticipación aunque no sea encargada del servido p\1hlico. Siéndolo tam, 
bién los encargados o comisionados por un funcionario público. que 
valiéndose de la investidura de éste, cometan el delito enunciado, ya 
sea con d consentimiento o sin él de dicho funcionario (Arts. 222 
a 224 del C.P.). 

11.-Sujero pasivo.-Llámase sujeto pasivo del delito al titular 
del interés lesionado o puesto en peligro con el delito mismo, esto es, 
aquél qne soporta concretamente las consecuencias, inmediatas de la 
acción o de Ja omisión delictiva; mas no debe de confundirse este suje­
to con el objeto material del delito, representado por la persona o 
cosa que sufre las modificaciones o que de otra manera soporta los 
efectos directos del hecho delictivo. En múltiples ocasiones se obser-
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va que una persona puede ser sujeto pasivo y Gbjeto material d:l de, 
lito como sucede en los casos de homicidio y !esioncs donde la act~· 
vidad física del delito recae sobre la perrnna que es al mismo tiempo 
titular del derecho lesionado, sin embargo esto no pcrr.1itc de ninguna 
manera af i1111ar que ser objeto material traiga .-omo comccucncfa rw 
ccsaria ser su,ieto pasivo. 

La persona como sujeto pasivo de) delito debe cntcndcrs~ .:orno 
el titular dd derecho lesionado; en cambio como objeto material e3 
considerada solamente como persona física, que sufre las modifica, 
ciónrs materiales o morales determinadas por el hecho delictuoso 
imputado al culpable. 

En todos los delitos encontramos la existencia de dos sujetos pa• 
sivos: el substancial o sujeto pasivo particular y el formal represen• 
tacio por el Estado, a quien Manzini atribuye con toda exactitud el 
carácter de sujeto pasivo constante y principal del delito, ya que los 
intereses que constituyen el objeto de la tuteh penal cualquiera que.: 
¡,ea su naturaleza, son asumidos por el Estado como propios y al 
producirse la infracción de la norma que garantiza la armonÍ<t social 
e1 primer atacado resulta serlo el Estado.2 

La condic!ón de sujeto pasivo del delito al igual que en el caso 
de los sujetos activos, no corresponde sino a las personas, ya sean ésta.; 
físicas o morales, excluyéndose por consiguiente• las cosas inanimadas 
y los anim.aies. Manzini nos dice que todo hombre \"iviente puede 
convertirse en sujeto pasivo, porque cualquiera que sean sus condi· 
cioncs físicas y psíquicas, tiene una personalidad jurídica elemental si 
~ quiere, pr.ro protegida por el derecho contra cualquiera lesión o 
peligro. A~i puc'>. sólo las personas físicas pueden ser sujetos pasivos 
del delito. siendo indispensable además que éstas sean vivientes." 

Dentro de la figura delictiva que nos ocupa, el sujeto pasivo, 
ofendido o par.iente, como con frecuencia se le denomina, resulta ser· 
Jo .;icmpre un rarticular a quien se Je exige por el servidor púhlico, 
cmas que éste sabe no son debidas o en mayor cantidad que la :>eña· 
lada por la Ley y que en caso de ser satisfechas producen un daño o 

t Vínc,..nzo. Manzini. Tratado Je D. Penal. T. 11. pi1g. núm. 19. 
~ Vm.:r:11Zo Manzini. Op. cit. T. ll. p:'lg. núm. 19. 
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lesión en el patrimonio de aquél, lo cual no es indispensable que suce·· 
da, pues el hecho delictivo se entiende consumado por la simple exi· 
gencia indebida. 

Ill.--Objcto material.-Es, como ya se dijo, uno de los ele· 
mentos del delito representado por la entidad material del mismo, es 
decir la cosa o persona a la que se refiere la acción u omisión y que 
está protegida por el derecho que la infracción lesiona o pone en pe­
ligro. C..omo ejemplo de objeto material se puede mencionar en el de­
lito de robo la cosa mw;ble, y la persona en el caso de homicidio. 

El objeto material en el delito que se estudia, se kncuentra re, 
presentado por el dinero, valores, servicios u otra cosa que exija a títu­
lo de impuesto o contribución, recargo, renta, rédito, salario o emo­
lumento el encargado de un servicio público por sí o por medio ele 
otros, a sabiendas de no ser debida, o en mayor cantidad que la seña, 
lada por la Ley. No debe confundirse el objeto material del delito 
c.on el jurídico. 

IV .-Objeto jurídico.-J\rturo Roca> define el objeto jurídico 
del delito diciendo que es el bien o interés protegido por una norm:i 
jurídica impuesta bajo sanción penal y violado por una acción delic· 
tuosa; quedando comprendidas dentro de la objeti\."idad jurídica, b 
norma violada, la obligación o deber jurídico estatuido por ella, la 
pretensión jurídica que a esta obligación corresponde y la relación ju­
rídica resultante de aquel deber y de esta pretensión; así como tam' 
bién el interés del Estado en cuanto a que la violación del interés pú­
hlico y social jurídicamente protegido por las normas del derecho pe' 
na!, implica para él una ofensa.' Siguiendo la opinión expuesta por 
Rocco, nos dice Ferri, que tanto la norma. penal como el derecho 
subjetivo lesionado o puesto en peligro, constituyen el objeto jurídico 
dr.i delito. & 

Manzini por su parte establece que: la objetividad jurídica del 
delito u objeto jurídico, es aquel particular bien,intcrés que el hecho 

' Arturo Rocco. L'ogg•:tto del reato e della tutc!a giuridica pcnalc. pt1g. 
nútn. 11. 

0 Enrico Pr.rri Principii de diritto Penale. pág. núm. 413. 
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incríminado lesiona o expone a peligro y para cuya '.protección in• 
terviene la tutela penal. Debe de tenerse cuidado de no confundir al 
objeto jurídico, con el objeto material del delito, ya que este úl­
timo. como vimC1s al referirnos al sujeto pasivo, es un elemento cons· 
tltutivo Je un hecho delictivo, en relación al cual tiene lugar la 
v~olación del interés protegido y que representa la entidad mate· 
rial principal, que puede ser una cosa o persona, a la que se refiere la 
acción o Ja omisión.º 

Así pues, de acuerdo con las ideas expresadas por los autores 
antes citados, podemos establecer que el objeto jurídico del delito será 
siempre un interés público, porque aun cuando la protección penal 
se refiera a intere..~ individuales, éstos se protegen como intereses 
colectivos asumidos por el Estado; es decir, a pesar de ql,Jc el sujeto 
pasivo inmediato de la lesión o del peligro sea un particular, el objeto 
jurídico del delito será siempre un bien-interés público, como lo llama 
~fanzini, ya qnc el derecho penal tutela los intereses individuales, pero 
en cuanto son o pueden ser intereses de todos y no solamente de aquél 
a quien se lesiona o se pone en peligro inmediato. 

Ahora, en cuanto a nuestro derecho penal, particularmente en 
lo relativo al delito de concusión, el objeto jurídico de éste está repre· 
sentado por la conducta honesta que el Estado desea que tengan los 
encargados de los servicios públicos en virtud 1~ la autoridad de que 
están investidos, conducta que necesariamente repercute en la vid:i 
de la sociedad y en el interés público, proporcionando bienestar y 
tranquilidad cuando ésta sea con apego a la equidad, y desastres, des· 
confianza, rompimiento de la seguridad social, en caso contrario. Por 
Jo que para ocupar estos puestos se designan personas de responsa­
bilidad y reconocida honradez, que a pesar de esto pueden a veces 
desviarse del camino de hombres íntegros en virtud del poder en ellos 
confiado; de aquí la necesidad de normas que establezcan una con· 
ducta honesta y eviten actos contra el bienestar 50Cial, cosa que cum• 
ple el delito de concusión, que establece sanción para el funciona· 
río o empleado público que cometa el acto inc!t>bido, deshonesto, 'de 
exigir con el carácter de tal, cosas, dinero, valores, servicos, que sa, 

• Vincenzo Manzini. Tratado de D. Penal. T. ll. pág. núm. 16. 
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ben no son dehidos o en mayor cantidad que la señalada por la Ley, 
le cual es de interés público que no suceda. 

V .-La acción .-Este elemento esencial para la existencia del 
delito, debe entenderse para los efectos penales, como aquella conduc, 
ta humana voluntaria, que se produce por medio de una comisión o 
de una omisión; es decir, la acción puede ser en sentido positivo o ne' 
gativo, en el primero se hace lo que no se debe, re infringe una norma 
que determina una conducta sancionada por una pena; en el segundo 
se realiza una actividad negativa, se deja de hacrr lo que se debe. 

La acción ha de ser antijurídica, es decir, ha de ser contraria al 
derecho. Para Mczger la acción es antijurídicÍL cuando produce una 
lesiÓ'1 ohjetiva en las normas jurídicas de valorización, cuando lesiona 
el orden objetivo del derecho, o cuando perturba la manifestación de 
Ja voluntad reconocida y aprobada por el derecho mismo.' Para otros 
solamente es antijurídica la acción cuando viene a le...;;:onar normas de 
cultura reconocidas por el Estado. 

Así la acción u omisión solamente es delito cuando se confonna, 
se adapta al tipo de conducta señalado en la l.Ry como condicionan, 
te de una pena, ya que ésta es la creadora de los delitos, la que les da 
existencia y precisa sus contornos. La acción delictuosa puede divi, 
dirse en dos categorías: acción psíquica, que representa el elemento 
subjetivo o moral del delito y acción. física que representa el ele, 
mento material del mismo. Por elemento subjetivo debe entenderse 
aquél que viene a determinar la intención o móvil de la conducta del 
sujeto activo, se trata de un elemento que procede de la persona mis, 
ma del delincuente. En cambio el elemento material es aquel conjun, 
to de circunstancias o modalidades que la Ley toma en cuenta para de, 
finir el delito; es el conjunto de características objetivas que la defi, 
nición incluye en el delito. 

La acción en nuestro delito de concusión, se encuentra represen• 
tada por la exigencia que d encargado de un servicio público, con ca, 
rácter de tal y a título de impuesto o contnbución, recargo, renta, ~ 
dito salario o emolumento, hace por sí o por medio de otro, para 

1 Met~cr. Tratado de D. Penal. pág. núm. 250. T. l. 
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-· .. obtener dinero, valores, servicios o cualquier otra cosa que sabe f10 

e_; dc+:da, n en mayor cantiqad que la señalada por la Ley, de un 
particula.r. Conteniendo como elemento subjetivo o moral el conoci­
mi•!ntn y volut,tad que el oficial público tiene de obtener la entrega 

_ c~c le n,:c:,iclo y co~no material la exigenda qt 1c de la misma hace. 
Pero hay que notar, que el servidor público no siempre ar,rovecha lo 
exigido en (.a~·o ele que lo obtenga, pues en ocasiones lo entres,.ra al 
fatado, lo que sin C'm\)argo, no impide se cons11mc el delito. 

VI -El dmío.-Este también es uno de los elementos e.scncia­
les del delito, porque sin él, o sin que por lo menos apar~ca un real 
peligro, no puede existir el delito. 

El concepto de daño ha sido discutido por muchos autores, en· 
tre ellos Arturo Rocco, quien dice que. el daño consiste en la sus­
tracción o disminuc.ión de un bien o la restricción de un interés ajeno 

· garantizado pL)r la norma jurídica. Carnelutti por su parte critica la 
definición anterior, diciendo que el "interés" .:le Rocco es un Juicio 
tmitido por el individuo respecto al '\'alor del objeto, es una aprecia·­
ción subjetiva de los bienes la cual de ninguna manera está garantí, 
zada por el derecho, pues éste tutela 5ol:unente d goce de los mismos." 
El interés para Carnelutti consiste en la seguridad, en la facilidad 
que tiene el individuo para usar sus bienes en la satisfacción de sus 
necesidades y define el daño como toda alteración de un interés o la 
lesión de éste.q 

El daño, se puede concebir, entendiéndolo asociado a la idea 
<lcl delito como: la destrucción o privación parcial o total de los bie­
ves, que deriva de la comisión de un hecho delictuoso. Nunca en el 
derecho penal, ha tenido la palabra en cuestión un significado distin, 
to: pero debe advertirse que cuando se habla de bienes, no se hace re, 
frencia exclusiva a los objetos corporales o inmateriales susceptibles 
de tener un valor, sino que, deben entenderse tanto bienes materiaks 
como bienes morales. 

El daño puede dh•idirse en público y privado. El público surge 

~ A. Rocco. L'ogi;¡ctto del reato. pág. núm. 278. 
° F. Carndutti 11 dano e il rc;ito. pág. núrn. 9 y sigts. 
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forzo~amP.nt.e como consecuencia de tac.lo delito, ya que representa 
una lesión del orden jurídico, una ofensa a la potestad soberana ciel 
Est1do1 y al derecho que él tiene de ver respet:idas sus normas, esta' 
blccida.~ p<tra salvaguardar los intereses de la so:iedad. 

Daño privado es el que recae sobre los particulares, pudiéndose 
distinguir en dos clases: patrimoniales y no patrimoniales. 

Ahora bien, en el delito que se estudia en el presen~c trabajo no 
siempre se prnducc un daí1o, pues éste sólo existe cuando el concu­
sionario logra obtener del particular por medio de la amenaza o enga• 
ño que ejercita, ht entrega de dinero, valores, servicios o cualquier 
otra cosa no óebida o en mayor cantidad que la sciialada por la Ley, 
lo cual como es, natural produce una disminución en los bienes patri, 
maniates del sujeto pasivo, pcrjucio éste que queda enclavado dentro 
del cla.t'lo privado patrimonial. Pero puede suceder que el particula:­
no se deje engañar o intimidar por el oficial público y no entregue lo 
exigido, caso éste en el que no se ~reduce da11o alguno y que sin em · 
bargo no impide de ninguna manera la existencia del delito, ya qu~ 
como se dijo al dasif icario se trata de un hecho delicti'\O formal que 
se consuma con la sola exigencia de lo indebido, no siendo necesario 
que ésta sea satisfecha. 

Vl.-La sanción.-Esta yo no es un elemento integra11te del 
delito, se trata de una consecuencia del mismo que le da un sello ex­
terno que lo distingue de otras acciones y que es muy necesaria parJ 
que la acción antijurídica sea incriminable. Así. b noción del delito 
se integra, no con la aplicación o no aplicación de la pena, sino con 
la sola amenaza de tal pena, inclcpenJientcrnrnt.e de que ésta ~e anti' 
que o deje de aplicarse. Por lo tanto, no se puede decir que no exista 
el delito si para el hecho que lo constituye no es apJicable en con• 
creto una pena; existiendo algunos que comcticlos, no se les pueden 
aplicar la!-i pc11as establecidas en virtud de que la Ley, por motivos 
extrínsecos al dc!ito, declara no punibles a los infractores. U.·sd~ este 
punto de vista resulta la sanción o pena como un elemento esencial de 
la noción jurídica de delito. 

Para fondamcntar el establecimiento de la pena en la doctrina 
han surgido tres teorías, que son: la absoluta, la relativa y la mixta. 
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La teoría ah~oluta c::.tablccc que al cometcn•e un delito, su autor 
ha causado un mal y debe ser sometido a la expiación del mismo, ya 
qur. si r:.o fuera así, c~~to traería como '~Qnsccuencia una injusticia. La 
pena es entonces para esta teoría la justa consecuencia del d-?lito, que 
el delincuente debe sufrir como una expiación, porque delinquió. 

Las teorías r;::lativas se basan en un concepto utilitario, dividién, 
dose según el fin que atribuyen a ia pena. Así la teoría relativa pre, 
ven ti va e.i:.tablece como fin de la pena, el de prevenir el delito. La teo­
ría relativa ele la intim:dación dit~c que la amcna::a de la pena debe de 
c.rcar un temor en los delincuentes para que ésta sea eficaz. Otra teo­
ría relativa dice que el fin de la pena consiste en el recurso mediante 
el cual se coloca al transgresor en la imposibilidad de dañar. 

La teoría mixta parte de la existencia de un orden moral y de 
uno social, que son obligatorios para todos lo:; seres inteligentes y 
libres y corresponde a estos do:s órJcncs una justicia absoluta v otra 
rel:itiva, la cual no es más que la jusl'icia ahsolt1ta que desarrolla toda 
su eficacia en la sociedad humana por medio del poder social, ~ior lo 
t.anto el fin de la justicia humana que se aplica cuam.~o existe una tur' 
bación del orden social, no puede ser otro que !a justicia absoluta. La 
teoría mixta intenta una conciliación ::osteniendo que la justicia alY 
soluta es sicm.prc el fundamento de la pena, pero debiendo tener ésta 
adcm:ís una finalidad. 

Para el establecimiento de los caracteres de la pena, se ha discu, 
tido mucho rci.;pecto si entre ella y la medida de seguridad existen di, 
ferenciai;, d debate ha sido amplio y no ha conducido a ninguna con' 
dusiór. fin-ne. 

La rcaliód humana y la experiencia social demuestran que rn' 
tre la pena y medida de seguridad no puede haber más que una difc, 
rencia de forma, en Yinud <le que deben ser adaptadas tanto la una 
como la ütra, a la pcrronalidad demostrada por el delincuente y apli, 
cadas por tiempo indefinido. Ninguna distinción es concebible que 
no sea la de la es~ccialídad de las providencias que exija la conside, 
ración de la naturaleza de la anormalidad, que todo delincuente re, 
vela y la del grado de peligrosidad que ofrezca . 

.Algunos autores han sostenido que como diferencia puede esta• 
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blccerse, que las medidas de seguridad tienen un carácter exclusiva" .. · 
mente administrativo, y que sólo por razones ·de conveniencia . y .& 
oportunidad política puede su aplicación entr:ir en la competencia 
de los jueces. .: 

Nunca las sanciones deberán ser reglamentadas en los códigos 
simplemente como substituciones aparentes a la idea de pena o a' la 
idea de medida de seguridad, sino exclusivamente. c0mci instituciones 
generale:: y definitivas, que los juzgadores aplicarán teniendo en cuen­
ta que su único objeto es el de ser aplicadas a un delincuente. r-:al o 
potencial, de acuerdo con la necesidad de la ddensa col~ctih, que 
exige que este delincuente no vuelva al seno de la sociedad,. sirio cuan, 
do l'Oda idea de peligro, real o potencial haya de8aparecido. · 

Tomando en cuenta el bien de que resulta privado o afe~tado el .. · · . 
delincuente; p<Xlcmos dividir las penas en las siguientes clases: · capi-
tales, privativas de la libertad, infamantes, de suspensión o privación 
de derechos y pecuniarias. ·. 

La pena de muerte es la única pena capital que existe. En nues­
tro Derecho Penal Mexicano, hay una tend.en..:ia para su abolición, 
puesto que desde el Código Penal de 1929 fué eliminada, ~ubsistier:i· . 
do sin embargo en los Códigos de algunos estados de la Repúblka ., 
como son: Aguascalientes, Hidalgo, México, Morelos, Nuevo ·León, · 
Oaxaca, Puebla, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco y Tlaxcala. 

Dentro de las sanciones contra la libertad, la más importante 
e.s la de prisión, o sea la privación de la libertad del individuo mediante 
su reclusión en lugares especiales; esta el~· de ·pena ha sido regla­
mentada desde nuestro Código de 1871, llamándosele por el Código 
de 1929 "stgregación". 

Las penas infamantes, son aquellas que de cualquier manera tra­
tan de mancillar el honor del sujeto activo del delito, ya en· el derecho 
moderno esta clase de pena está e:Xtinguida porque en vez de reforzar 
13 dignidad humana, lo único. que ocasiQna es herirla. En nuestro 
derecho e.-:ta pena está expresamente prohibida por. el artículo número 
22 de nuestra Constitución Política que dice: "Quedan prohibjdas 
las penas de mutilación y de infamia ... •• · 

.. 
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En cuanto a la suspensión o privación de derechos, nuestro C1..ó­
digo Penal vigente en su artículo número 45 e:;tablece que puede ser 
de dos maneras: 1.-La que por ministerio de la ley resulta de una 
sanción como consecuencia necesaria ele ésta, y JI .-La. que por sen, 
tencia formal !:iC impone como .sanción. En el primer caso, la suspen' 
sión comienza y concluye con ta sanción de que es consecuencia. En 
el i;egnndo caso, si la suspensión se impone con otra sanción pri­
vativa de la lihcrt:ad, comenzará al terminar ésta y su duración será 
la señalada en la sentencia. 

Como pena$ pecuniarias conocidas desde tiempos antiguos, nos 
encontramos la multa y la confiscación. En nuestro derecho penal 
la sanción pecµniaria comprende la multa y la reparación del claño, 
de acuerdo con lo dispuesto por el párrafo primero del artículo 29 
del Código Penal vigente. 

La multa es una pena que no degrada, ni deshonra ni segrega al 
obligado de la libertad, se halla establecida sobre todo en los delitos 
que tienen su origen en el detieo de lucro, viniendo a ser una fuente 
apreciable de ingresos para el estado. 

Se pre!:ienta la multa como una pena que siendo suficiente no 
permite que se prive de la libertad al agl!nte del delito . Esto ha oca, 
sionado que se dig:a que para el rico representa la impunidad y para 
el pobre Hn verdadero sacrificio, lo cual obliga a que se tenga que 
e!'tahlecer en las legislaiones un sistema propordonal entre la multa 
que se impone y las condiciones económicas del que está obligado a 
satisfacerla. 

En los casos de multas que no se paguen, la mayor parte de las 
,legislaciones, la substituyen con la privación de la libertad. Así nues­
;tro C'...ócligo Penal vigente, en el párrafo tercero del artículo 29 dice: 
.. Cuando el condenado no pudiere pagar la multa que se le hubiere 
impuesto como sanción, o solamente pudiere pagar parte de ella, el 
juez fijar¡\ en S\1bstitución de ella, los días de prisión que .correspon, 
dan, según las condiciones económicas del reo, no excediendo de cua• 
tro meses". 

La reparaci{m del daño en el antiguo derecho no estaba diferen, 
ciada de la pena, se puede decir que quedaba comprendida en ella, 
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sufriendo por lo tanto d ofenc1ido ac.!emás del delito co'::1etido, la im• 
posibilic;:id e.le obtener una rcraración del perjuicio sufrido. 

El derecho mod"rno ya ha prestado atención a h víctima del de• 
lito distinguiendo entre la pena y la reparación o indemniz;dón, y con• 
siderado que la reparación de los dafios y perjuicio~ c-::asion<'l.dos ror 
el ddit0 no sólo es de estricta justicia, sino ha<;ta de conveniencia pú· 
blica, pues contribuye a la represión de los delitos, y además porque 
el mal no reparado es de cierta manera un triunfo para el que lo causó. 

Nuestro Código Penal de 1'871, estableció como medio para la 
reparación del da1io, una acción civil que el particular ofendido podía 
ejercitar, con lo que el delito quedaba reconocido como fuente de de• 
! echos u obliga.done$ ci\'iles ( art. 313) . 

En el Código de 1929 se rcp.lamentó que "la reparación del daño 
forma parte de toda sanción proveniente de delito" ( art. 29 l). 

El Código Penal vigente dispone que la reparación del daño que 
cl~ba ser hecha por el delincuente, tiene el carúcter de pena pública v 
sólo cuando sea exigible a terceros . tendrá el carácter de rcsponsabili· 
c!ad civil y se tramitará en forma de incidente en los términos que fi· 
jt: el Código ele Procedimientos penales. Cons!derada la reparación 
..:orno pena pública, e.le acuerdo con el artículo 34 del Código Penal, 
es el Ministerio Público, quien la debe de exigir ·c.1e oficio, en los ca• 
sos en que proceda. La reparación que se exige a tercerus está regla• 
mentada en el libro IV, capítulo V "De las obligaciones que nacen 
de los actos ilícitos'', artículos 1910 a 1934, drl Código Civil, el pri• 
mero de los cuales consagra que todo aquel que obrando ilícitamente 
o contra las buenas costumbres cause daño a otro, está obligado a re• 
pararlo, a menos que demuestre que el daño se produjo como canse• 
cuencia de culpa o negligencia inexcusable de la víctima. 

Habiendo ya dejado establecido qué dcbt: entenderse por san• 
ción y cuáles son las características y clasificaciones que correspon­
den a la pena, trataremos ahora de aquella que se impone al delito 
que es materia del presente trabajo. 

En el derecho romano, c9mo ya qu~c1" establecido en la parte 
.histórica, 5e uhligaba por la ley calpurni~ . yctundarum, a los magis• 

-46-



l 
t 
l 
j 

l 
•i\i, 

t 
l .t 
t 
~ 
~· 

~ 

r 
\ 

1 
~·: r 
V' ;: 
~· t 
Ji. 

~ 
.~ 
~ 
~ 

l 
'i.!..._ 
i 
t 

fradas q1..1e ~ndcbidamentc habían r.xigido o rcc.ibico dádivas o deter­
n:inacia~~ cantidades, las devolvieran a las personas de cu::o patrin~o­
nio habían sido sustraídas, igual sanción se cstahlcció para lo:; hi;os 
de éstos por las dádivas y regalos que recibieran mientras sus padres 
cstnvic1·an ejerciendo sus f uncioncs. No s.: ac.-:~ta 1;a que l;i. · :· ~·: :;·'· 
nas investidas de autoridad, recihic::-an rccompcn:;a ;:iJrruna por c:.tPl' 

pFr con ec;tas obligaciones de ciudadano, y obligába.scles por lo tanto 
a devolver todas aquellas cantidades recibidas, para salvaguardar el 
prestigio y honorabilidad de la magistratura. · 

En el antiguo derecho español, la Partida III, dejaba a manos 
del rey la imposición de la pena que se aplicaba a les sdlcu.~orcs y c.>­
cribanos que no tomando en cuenta la Lzy. cobraren de m·'ts por se­
llar las cartas. En su parte relativa, e~L:t disposkión cli-:c: " ... et si 
ma:; tcn,aren de lo que en esta ley m;mda, qu'.! ·?:lo CS('.<Lriníc:nte d rey, 
fegtmt tO\:icre por hien et por derecho''. El arbitrio dd rey, era de 
acuerdo con la disposición, el que venia a imroner la sanción. 

Es la Novísima Recopilación la que primeramente establece la 
pena para los ai~1aciics, de suspensión dd oficio ~' obligación d~ devol­
V'!r e11 mavor cantidíld los dzrcchos cobrados sin tomar en cuenta el 

.{ arancel. No se podían cobrar más derechos que los señalados por el 
{ arancel. oo pena de pagar cuatro veces la cantidad exigida en demasía 
~ , la primera vez, diez veces por la segunda y perdiendo el cargo en la 
i tercera. C..omo primera sanción se aplicaba una multa, que se aumen-
1 taba m los casos de reincidencia, y si la infracciÍ>n se cometía por ter­
~ cera vez, entonces la pena consistía en la suspensi(m o destitución del 

cargo. 

F.l ())digo Penal Espai1ol de 1822, en su artículo 476, establecía 
i la obligación para el concusionario de pagar una multa que variaba 
J de la cuarta parte a. la mitad del importe de lo indebidamente exigidu 
" e imponiéndole además la suspensi<)n de su empleo y retención del 
j . ,sueldo de dos meses a cuatro aiíos. Aquí la multa resulta de cuantía 
¡ menor a fa cantidad exigida, pero se agregaba la pena de suspensión 
i en el empleo y retención del sueldo. 

! , En los Códigos que s':'.•1P.n al de 1850, uno de los cuales es el i aci:ual Español de 1944, se·· 1, Jelve a imponer una multa mayor que 
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la cantidad exigida y que puec!e variar del duplo ~~ cuádruplo. ~le di­
cb cantidad y en case que el concusionario cometa el delito cnJonna 
habitual, entonces se le jnhabilita temporalmente para el deserüpeiio 
<ld cargo. ¡ 

l 
El Derecho Penal Francés, impone como rastigo para los fun- 1 

cmnarios y of icialcs públicos y sus comisos o encargados, la pena de l 
reclusión y una multa cuyo máximo será la cuarta parte de las r~titu- J 
c1oncs y de los daños y perjuicios y el mínimo de la décimasegunda ¡ 
pa1te. Así, dentro de esta legislación el castigo ya no consiste sim- ¡ 
plcmcnte en una suspensión de f uncioncs o en una multa solam'!ntc, ~ 
sino que · t0mando en cuenta los peligros que engendra la comisión :l,' 

del delito, se le castiga severamente imponiéndole la pena de re~lu- . 
sión, sanción que como se observa no se había aplicado por .las legis­
laciones anteriores. 

La penalidad que a la concusión han aplicado nuestros Códigos 
Penales Mexicanos, es la siguiente: El Código de 1871, en su artícu-
!o 1033 clcda: "Los funcionarios públicos que cometan el delito de i 
concusión serán castigados con destitución de empleo o inhabilita- "" 

· ción para obtener otro por un término de dos a seis años y multa del 1 
duplo de la cantidad que hubieren recibido indebidamente. Si ésta 
pasare de cien pesos, se les impondrá además, la pena. de tres meses 
de arresto a dos años d~ prisión". El articulo siguiente, o sea el 1034 
decia: .. L.1 pena corporal y la multa que señala el art~culo anterior 
se aplicarán también, a los encargados o comisionados de un funcio­
nario pi'1blico que, con aquella investidura'" cometan el delito de con' 
tusión". 

La pena consistía: l 9-En la destitución o inhabilitación para 
desempeñar el cargo por un término de dos a seis años. 29-En el Pª' 
go de 1.,ma .multa que correspondiera al doble de: la cantidad que hu­
bieren recibido indebidamente, y 39-Al igual que la legislación Fran, 
cesa, se eJ:itablcda que si la cantidad exigida por el funcionario pasaba 
de cien pesos, se impondría una pena corporal de tres meses de arres­
te a dos años de prisión . La pena corporal y la multa también se apli­
caban a los encargados o comisionados de un funcionario público, que ; 
con aquella investidura cometiera el delito. l 
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~ 
·~.~... Este, nuestro primer QXligo, ya reconoce la gravedad extraor• 
l dinaria que implica la comisión del delito, que al cometerse afecta de 
Ji un modo directo los intereses sociales, desprestigiando a la admini9' i tración pública y envileciendo a los encargadoa que procuran expl<>' 
·~ tar sus cargos, sin infundir ni tener respeto elJos mismos para su in· 
f. vestidura . 
i1i 

! Tanto el Código de 1929 como el actual de 1'931, copian textual• .. 
1
.~.:~.·.. mente Ja sanción establecida por el de lS 71 para el concusionario, 

ya sea éste funcionario o empleado público o bien para sus encarga· 
"' dos o comisionados. Por lo que toca a Ja pena corporal establecida en J la sanción, puede observarse que se ha welto más enérgica, en vista 
l de que la base que se tiene para su aplicación, o sea una cantidad ma• 
~ yor a cien pesos, sigue siendo la misma, la cual en los tiempos actua• 
a les por el valor depreciado de la moneda, tiene un poder adquisitivo 
J coel mpletamente djstfinto

1 
del que

1 
poc1

1
ía tene! selen el año d~d ld87dl; y 

~ perjuicio que su re e particu ar a sustraér e esta cant1 a e su 
i patrimonio así como el lucro obtenido por el concusionario, no puede 
~ ser comparable ni remotamente con el que se producía anteriormente. 
~ 

~~ 

i ¡ 
1 
·~ 

1 
1 
1 
1$ 
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CAPITULO IV 

"EL DELITO DE CONCOSION EN LOS ORGANISMOS 
DESCENTRALIZADOS POR SERVICIO" 

l. --Concepto de altos funcionarios. funcionarios 

y empleados públicos. IC.-Servicio f1úblico. CIC. 

-Organismos descentralizados: a) por región; b) 

por colaboración; e) por sen1icio. IV.-Ejemplos 

de organismos descentralizados por scrvicío: a) Di· 
rección de Pensiones; b) Ferrocarrile.\ Nacionales 

de Aféxico; c)Petróleos Mexicanos; d) Comisión 

Fede1Jl :le Electricidad; e) Universidad Autóno­

ma de México. V.-Aplicación de los ~apículos 

N y V del título X dd Código Penal a los esta• 

hlccimietttos públicos. 



En los capítulos IV y V, título X del Código Penal para el Dis­
trito y Territorios Federales, así como en la Ley de Responsabilidad 
de Funcionariq_s, publicada con fecha 21 de febrero de 1940, encon­
tramos que se hace referencia a altos funcionarios del Estado, a fun­
cionarios y empleados que desempeñan servicios públicos; por lo que 
es menester dejar sentado lo que por cada uno de ellos debe enten' 
derse y la función que éstos desarrollan, para así poder tener una 
idea más clara sohre los posibles sujetos activos del delito de concusión 
y la rsituación que éstos guardan en los organismos descentralizados. 

. La administración pública considerada como uno de los aspectos 
de la personalidad del Estado, requiere personas físicas que formen 
y exterioricen la voluntad de éste; las cuales han quedado clasificadas 
a través de tres conceptos que nos hablan de altos funcionarios de la 
Federación de funcionarios y de empleados. 

1.-Establecer quiénes son altos funcionarios, parece no tener 
dif irultad, pues el artículo l 08 de la Constitución Federal, enumera 
Jos que tienen ese carácter diciendo: .. Los Senadores y Diputados al 
Congreso de la Unión, Jos Magistrados_ de la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación, los Secretarios del Despacho y el Procurador Ge­
'neral de la República, son responsables por los delitos comunes que 
cometan durante el tiempo de su encargo y por los delitos, faltas u 
omisiones en que incurran en el ejercicio de ese mismo cargo. 

Los Gobernadores de los Estados y los Diputados a las Legisla· 
turas locales, son responsables por violaciones a la Constitución y 
Leyes Federales. 

El Presidente de la República durante el tiempo de su encar~o. 
sólo podrá ser acusado por traición a la Patria y delitos graves del 
orden común. 
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De acuerdo con este precepto Constitucional, podemos decir 
que los altos funcionarios de la Federación son: el Presidente de la 
República, los Secretarios de Estado, los Jefes de Departa:mentos Ad· 
ministrativos Autónomos, los Diputados y Senadores en ejercicio, 10:1 

:Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Procura• 
dor General de la República y los Diputados de las Legislaturas Lo 
cales. 

En cuanto a la distinción entre funcionarios y empleados, se ha 
,suscitado en la doctrina una discusión para señalar cuáles son los ca· 
!tactercs que los separan. De acuerdo con lo expuesto por el Sr. Lic. 
Gabino Fraga en su libro "Derecho Administrativo", se pueden se· 
ñalar como opiniones para hacer la distinción las siguientes: 1 

1 a. -Se ha considerado que el criterio que distingue a los fun· 
cionarios de los empicados es el relativo a la duración del empleo, ya 
que mientras los funcionarios son designados por un tiempo detenni• 
nadot los empleados tienen un carácter permanente. 

Este punto de vista no da base segura para hacer la distinción, 
rues se pueden encontrar entre los que se ilaman funcionarios, algu· 
nos que tienen la misma permanencia que los empleados. 

2a. -Basándose en el criterio de la retribución, se ha dicho que 
los funcionarios pueden ser honoríficos, en tanto que los empleados 
son siempre remunerados. 

Este criterio tampoco parece decisivo, puesto que en un régimen 
como el nuestro en realidad todos los servidores públicos gozan de una 
remuneración. Salvo los casos que establece nuestra Constitución en 
el último párrafo del artículo quinto. 

3a. -También se toma como criterio para distinguir a los fun• 
cionarios de los empleados, la naturaleza de la relación jurídica que 
los vincula ~on el Estado. Si la relación jurídica es de derecho públi­
co, entonces se tiene al funcionario; si es de derecho privado, al em­
p!eado. 

Sin embargo, lo expuesto no puede servir para establecer la dife-

1 C:;ibino Fr:it~;1. Ikn:cho Administrativo. pág. núm. 334. 
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rencia entre uno y otro, ya que la función pública de los empleados 
e" por su naturaleza, de derecho público y nunca de derecho privado. 

4a. -Se ha dicho también que los funcionarios públicos son los 
que tienen poder de decidir y ordenar. en tanto que los empleados son 
meros ejecutadores. 

Esta distinción, confúndcse con la de autoridades y de auxi)fa, 
res, en la inteligencia que la noción de funcionario no se confunde 
completamente con la de autoridad, pues mientras que todos los fun­
cionarios son autoridades, no todas las autoridades son funcionarios. 

Cuando la competencia otorgada a un 9rgano implica la facul­
tad de realizar actos de naturaleza jurídica que afecten la esfera ele 
los particulares y la ele imponer a éstos sus determinacio11;es, es drcir, 
cuando el referido órgano está investido de facultades de decisión y 
de ejecución, se está frente a un órgano de autoridad. Cuando las fa· 
cultades atribuídas . al órgano se reducen a darle competencia para 
;.mxiliar a las autoridades y para preparar los elementos necesarios a 
fin de que éstas puedan tomar sus resoluciones. entonces se tiene el 
concepto de órganos auxiliares. 

5a. -Se ha recurrido al criterio de considerar como funcionario 
ít aquel q11e tiene señaladas sus facultades en la C.Onstitución o en la 
ley, y empleado al que las tiene en los reglamentos. 

Sin embargo, esto no es motivo bastante para hacer la distinción 
pues todos los órganos de la Administración deben tener señaladas 
sus atribuciones en una ley de carácter material, que puede ser distin­
ta para cada uno de ellos desde un punto de vista fonnal. 

6a. -Como diferencia, también se ha sostenido que el funcio, 
nario supone un encargo especial transmitido en principio por la ley, 
yue crea una relación externa que da al titular un carácter represen­
tativo, mientras que el empleado sólo supone una vinculación inter­
na que hace que su titular sólo concurra a la fonnación de la fun­
ción de la función pública. 

F..sta última diferencia es la que se ha tomado como base para la 
distinción entre funcionario y empleado. El funcionario tiene le re• 
presentación del Estado, siempre que actúe dentro de su competen• 
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da, lo hr.c~ a no1nhrc del Estado y todos sus actos pueden ser imputa­
dos al Estado. En cambio, el empleado no tiene esa representación 
del F.stado, sus actos no son los del Estado, el empleado ".'ealiza una· 
labor de colaboracinn de mayor o menor importancia, pero sus actos 
no serán realiz;i(fos nunca en representación del .Estado. 

II . -En cuanto al servicio público, para muchos autores viene 
a ser la piedra angular de la actividad del Estado. Así León Duguit 
dice: "que en c.l interior de la nación y dentro de los límites del territ<Y 
río ocupado por esta nación, los gobernantes, diferenciados de los go' 
bernados y monopolizando la fuerza, deben emplear esta fuerza en 
organizar y controlar el funcionamiento de los servicios pttblicos; de 
esta suerte, los servicios públicos vfonen a ser uno de los elementos 
del Estado, y al llegar aquí tocamos ya en cierto modo lo que consti­
tuye el punto culminante del concepto del Estado, y que se puede re­
sumir, diciendo: El Estado no es, como se ha pretendido hacerle y 
como durante algún tiempo se ha creído que era, un poder de mando, 
una soberanía; es una cooperación de servicios públicos organizados 
y contrnhdos p0r los go~rnantes. Por lo tanto, sean cuales fueren, 
los gobernantes están obligados a emplear la fuerza que monopolizan 
en la relación de la solidaridad social, la que $e logra por la presta' 
ción de los servicios. Como noción de servicio público puede darse 
la siguiente: toda actividad cuyo cumplimient.o debe ser regulado, 
asegurado y controlado por los gobernantes, porque el cumplimiento 
de esta actividad es indispensable para la realización y el desenvol­
vimiento de la interdependencia social y porque además, es de tal na· 
turaleza que no puede ser completamente asegurada sino mediante- la 
intención de la fuerza gobernante".2 

Así, pues, para Duguit el desenvolvinúento de la interdependen· 
dencia social solamente se logra por medio de la prestación de servi­
cios públic.:os, los cuales son de importancia tal, que es preciso que 
sólo estén controlados por los gobernantes para que su cumplimiento 
esté íntegramente regulado y asegurado. 

El autor francés M. Hauriou dice que el servicio público está 
caracterizado por ser una actividad técnica, encomendada al Estado 

1 L. Duguit. Manual de D. Con;titucional. pág. núm. 71 y sigts. 
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para bien de la colectividad. Esta palabra técnica es lo que, de acuer• 
·do con lfanriou caracteriza al servicio público; pues no toda activi­
dad del Estado puede concebirse como servicio público. sino sólo aque­
llas que presentan la característica de una actividad técnica, es decir, 
actividades en las que es preciso tener en cuenta la~ reglas de un 
arte para llevarlas a cabo. 3 

· 

Otro autor, el tratadista alemán Fleiner, dice que el concepto de 
servicio público implica un conjunto de personas, de cosas, de ele­
mentos organizados de tal modo que persiguen 1111 fin estatal.~ Y por 
último, otro autor francés, Gastón Jeze, dice qne hay servicio público 
cuando se orgílniza un régimen jurídico especial, que pone a disposi• 
ción del Estado o ele la entidad que va a prestar ese servicio público, 
medio~ de acción y posibilidades de actuar que exceden de las que es• 
tán al alcance de los particulares. Para este último autor lo que carac­
teriza 1! servicio público, es la manera de realizarlo y de llevarlo a 
cabo. 6 

Como se ve en lo antes expuesto, existen diversas definiciones 
acerca de lo que ha de entenderse por servicio público y esto ha mo­
tivado que el Sr. Lic. Gabino Fraga, en su libro .. Derecho Adminis• 
trativo", sostenga que el servicio público no puede ser la actividad 
fundaniental del Estado, ya que no existe un concepto bien definido 
df. la noción de servicio público y porque además dentro de la activi• 
dad <lel E:·tado puede mencionarse la de dictar órdenes. Esto ha moti' 
vado lma crítica al citado autor, estableciéndose: 

1 "'--Que aún cuando no haya una noción generalmente admiti­
da de lo que por servicio público debe entenderse, esta disparidad no 
t:· motivo para que éste deje de considerarse como la actividad funda• 
11icntal del Estado, ya que dentro de la Ciencia Jurídica, no es oosi· 
He nunca encontrar una igualdad en el pensar, como puede suceder 
en otras íJmas del saber humano. 

~ Mauri::c rbur:Ou. Principios &: D. Adminim:ttivo. p~g. núm. 11 ,. s;r:ts. 
' fritz. Fleiner Los Principios Generales de D .. A~lministrativo. pág. núm. 

6 }' sigts. 
~ C;:stón Je:~. Princíp:o.; Generales d.: D. :\dminü::rativo. P;'1g. núm. 3 Y 
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29-Qne . .;í puede darse .una d:!finición de lo que por s~rvicio 
púbüco ha de entenderse, ya que si se examina con detenimiento las 
definiciones que de él nos hacen los tratadistas, encontramos que en 
el fondo de cacht una de ellas, hay cierta conformidad en determina' 
dns elementos, y tomando éstos se puede lbgar a establecer el con' 
cepto de sen•icio público. e 

Así pues, como primer elemento de servicio pi.'.1blico podernos 
establecer, el de una actividad estatal que puede ser en forma directa 
o indirecta, mediata o inmediata, pero que en rl fondo siempre seri 
una actividad, como dice Duguit, que no puede quedar abandonada 
a la iniciativa de los particulares, sino que siempre la encontrair.os en 
el Estado, que la desarrolla a través de sus órganos~ como en el caso 
del servicio público que proporciona: el e,iército, la policía, la admi• 
nistración de justicia. 

El segundo elemento que puede venir a integrar el concepto de 
servicio público, es el de que la actividad desarro11ada por el Estado 
en la prestación del servicio público, siempre ha de estar dirigida a la 
satisfacción de intereses colectivos¡ no se puede hablar de un servicio 
público esta,hlecido para beneficio de un particular, sino que éste siem• 
pre debe afectar a una colectividad; a veces a toda la colectividad, en 
otras ocasiones a un sector más o menos numeroso, pero siempre se 
trata de un interés colectivo. 

En lo expuesto sobre el servicio público por Gastón Jeze, encon· 
tramos el tercer elemento de este concepto y que consiste en que el 
que presta el servicio público, tiene o emplea medios de acción ex, 
traordinarios que exceden en mucho a los que están al akance de los 
particulares. 

Relacionando todos estos elementos, pod~mos llegar a c~;t:'.ble• 
cer que servicio público es: una actividad estatal, directa o indirecta, 
mediata o inmediata, para beneficio de la colectividad y que se reali, 
za bajo un régimen jurídico especial que sólo lo tiene el Estado. 

En cuanto a la opinión de que la actividad del Estado no se re, 
fiere únicamente a la prestación de servicios, ya que a veces ésta se 

e Lorenzo Mayoral P. Apuntes de D. Administrativo. pág. núm. L 1 y sigts. 
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l'ealiza dando órdenes, caso en que no se puede decir que se esté pres.­
tanda un servicio. Se ha criticado diciendo que es exacto.,quc el Es, 
tado cuando actúa, lo hace unas veces prestando servicios y otras 
dando órdenes, pero en todos los casos se trata de actividades que 
siempre van unidas, que se compenetran la una a la otra. El Estado 
no puede prestar los servicios públicos que tiene a su cargo, sino me, 
diante órdenes que expide. Cuando el Estado gira órdenes, necesa, 
riamcnte tienen éstas que estar relacionadas con la prestación de un 
servicio público, siendo indispensable que la persona de quien ema, 
nan esas órdenes tenga comoetencia. para expedirlas, siendo el resul, 
tado de éstas un bien para la colectividad . 

IIJ. ·-Ahora bien, a medida que la civilización avanza y se des.­
arrolla, ohservamos cómo aumenta el m'.•mero de actividades suscepti, 
bles de servir de base a los servicios públicos, y el número de estos 
servicios crece de día en día por esta misma causa, va que la civiliza, 
ción consiste sobre todo en el crecimiento y multiplicación del núme· 
ro de necesidades, lo que ocasiona que la actividad del Estado sea 
cacla vez mayor, .. ealizando de esta manera lo que constituye la esen, 
da mi~mn de la civilización. 

Pero en algunos casos el Estado, para dar satisfacción a las ideas 
democrátic:i.s y pa.ra hacer más efüaz la realización de sus atrihuciO' 
ncs, permite que se constituyan autoridades administrativas designa­
das por los misu1os individuos cuyos intereses van a verse compro, 
metidos con el f u11cionamiento de dichas autoridades. O hirn toman­
do en cuenta la naturaleza de los actos que tienen que realizarse, los 
substrae del conocimiento de los funcionarios y empleados centrali, 
zados, para encomendarlos a elementos que tengan la nrel}aración SU' 

ficiente a fin de que puedan atenderlos con mayor efr.:acia; confian, 
do en ciertas ocasiones, facultades de decisión, de e,iecución y de con, 
sulta a organismos constituídos por elementos particulares que no 
forman parte del personal de la Administración. Todo esto ha veni .. 
do a constituir lo que se denomina la descentralización y que ha adop, 
ta do tres modalidades diferentes: a) Descentralización por región; b) 
Descentralización por colaboración, y e) Descentralización por ser, 
,·ido. 

En el régimen de descentralización, cabe advertir que existe un 
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ielajamiento de vínculos en las rdac:nnrcs de la autoridad centr:il y 
del organi~mo descentralizado; pero e:>to no qukre decir que no exis· 
tan cierras facultades de las autoridades centrales sobre estos orga' 
nismos, pues éstas oon indispensables para la unidad del poder, riue 
en caso c0ntrario cncontraríase frente a otro poder independiente . 

a} Descentralización por región.-Esta consiste en el estable· 
cimiento de una organización administrativa d'!stinada a manejar los 
intereses colectivos que corresponden a la población radicada en una 
determinada circunscripción terntorial. 

Esta clase de descentralización obedece al propósito de crear ór· 
ganos descentralizados para la atención de intereses meramente loca· 
les, y poder ejercer sobre los negocios que le son comunes una mis 
rápida atención y gestión más eficaz de los servicios públicos, puesto 
que la organización centralizada implica una organización en la cual 
el despacho de los as~ntos es forzosamente lento y complicado, ya que 
no se tienen los elementos suficientes para conocer con detalle las ne· 
cesidades de cada localidad, inconveniente que no presentan las auto-
1idades formadas con personas del lugar en que ésta va a fungir. 

El más típico ejemplo de esta clase de descentralización es el Mu­
nicipio, en el cual se hallan unidas a las funciones administrativas, fun• 
dones de carácter político con lo que resulta que la descentralización 
por Región, incluye tanto la descentralización política, cuanto la des· 
entralización administrativa. 

b) Descentralización por colaboración. - De acuerdo con h 
obra anteriormente citada del señor Lic . Gabino Fraga, "La descen­
tralización por colaboración se origina cuando el Estado va adqui• 
riendo mayor ingerencia en la vida privada y cwn<lo como consecue1v 
cía, ~ le van presentando problemas para cuya resolución se requiere 
una preparación técnica de que carecen los funcionarios políticos y los 
empleados administrativos de carrera. Para tal evento y ante la impo­
ssbi1idad de crear en ~os los casos necesarios, organismos especiali• 
:.ados que recargarían considerablemente la tarea y los presupuestos 
de la .Administración, se impone o autoriza a organizaciones priva• 
das su colaboración, haciéndolas participar en el ejercicio de la fun• 
ción administrativa. .Así la descentralización por colaboración viene 
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:.< ser una de las formas del ejercicio privado de las funciones púhli-
" cas . 

Como elementos que caracterizan a esta fonna de descentrí\lfaa· 
ción se pueden señalar los siguientes: 11'-Ui1a actividad o función 
rública que se desarrolla en interés del Estado y 2·1-Que dicha acti· 
vidad se haga a nombre de la organización privada. Se puede decir 
que es un servicio público prestado por parti::ularcs a nombre pro­
pio, cosa .~.sta que la distingue ele las otras dos formiis de descentra­
lización, en que, la actividad pública que til~rvw enco1nendada, la rea· 
lizan a nombre y en interés del Estado. 

Esta cla~ de organismos dcsc<trgan en cierta forma a la Admi· 
nistración de una parte de su tarra de prestar ~crvicios públ!cos, a-;í 
que, el particular que colabora con et Estado en la prestación del st>r• 
vicio, tiene dos finalidades: la.-Prcstar d servicio oúblico, y 2a.­
Obtener determinada ventaja o beneficio por :;u cjecuciém, cosa esta 
\iltima que requiere que el Estado mantenga una vir,ilancia constant~ 
sobre e::tos órganos, a fin de que se preste el s~rvicio con tocia ef ica-­
cia y de que el interés de obtener una utilidad no sea desmedido. pue.~ 
si esto sucede, d Estado debe de retirar la autorización que se clió al 
particular para la prestación del sen·icio. f 

Estos organismos pueden cla~ificarse en tres grupos según la fun· 
dón que desarrollen sea corn;ultiva, de ejecución o de decisión. En el 
prinw:- grupo quedan comprendidas las Cámaras de Comercio e ln· 
dustria y las Asociaciones Agrícolas; en el segundo se pueden enume· 
rar las empresa .. " concesionarias, las contratantes en contratos admi· 
nistrativos y los establecimientos incorporados de enseñanza; en el 
tercero las administraciones de las Colonias. 

e) Descentralización por servicio. -Existen algunos serv1c1os 
públicos que nü se pueden prestar en una determinada localidad, sino 
por el contrario deben de realizarse en todo un territorio, llevando 
además la característica de ser servicios técnicos especiales, de interés 
para un secwr de la colectividad. El Estado encomienda la realiza• 
ción de esta función a organismos que se les llama descentralizados 
por servicios o establecimientos públicos como Jos llama la doctrina. 
francesa, o "ente autárquico" como los conoce la legislación italiana. 
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Como obligación fundamental del Estado. ya dijimos que existe 
la de satisfacer necesidades de orden general, que muchas veces re, 
quieren para ello procedimientos técnicos sólo al alcance de funciona­
rios que tengan una preparación técnica adecuada, y al Estado con 
el fin de obtener una eficaz satisfacción, organiza el servicio despren, 
dido de la Administración central, y lo pone en !:1anos de individuo:; 
que con ~u preparación técnica garantizan el dicaz funcionamiento 
cie éste; evitando como consecuencia un crecimiento anormal clel Po, 
<ler del Estado, del que los particulares siempre se sienten celosos . 

Los caracteres esenciales que para estos organismos descentrali, 
zados se han seiíalado, son los siguientes: 

1.-La existencia de un servicio público de orden técnico. 

11 .-Un estatuto legal para los funcionarios ericargados de dí, 
cho :;ervicio. 

111. --Participación de funcionarios técnicos en la dirección del 
servicio. · 

IV. --Control del gobierno ejercitado por medio de la revfoión 
de la legalidad de los actos realizados por el servicio descentralizado, y 

V .-Responsabilidad personal y efectiva de los funcionarios. 

Pero hay que notar que no todos estos organismos tienen las mis, 
mas características, pues éstas variarán según el estatuto legal del or, 
ganismo de que se trate. 

Por Jo que toca a la vinculación que guardan con la Administra, 
ción central del Estado se puede decir que el establecimiento público, 
tal como está organizado en nuestra legislación, constituye un orga' 
nismo encargado de realizar atribuciones que al Estado corresponden 
y que deben ser forzosamente de carácter técnico, pues si no fuere 
así, habría graves peligros en quitar al Estado la plena dirección del 
servicio. La atribución que el organismo tiene es especial, siendo por 
lo tanto su rnmpetencia limitada. 

Estos organismos tienen una personalidad moral, que debe ser 
otorgada por el Estado mediante acto legis.lativo, esto es, mediante 
Ley del Congreso. 
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El nacimiento y la extinción d,-: los organismos sólo se proó1cc 
pnr medio de un acto legislativo. 

El poder que la Administración ejercita sobre los funcionarios y 
t·mpleados del órgano reviste una diversidad de r;rado, dependiendo 
principalmente de la forma más o menos directa en que el Estado 
nombra a los dir~ctores y funcionarías de dichos establecimientos. 

8u patrimonio se constituye con bienes del Estado, que lo sorne• 
te a nn fin determinado y que en caw de extinción del ór~ano regre• 
san a la masa de su patrimonio, pero durante su existencia éste lo tie· 
n~ como propio, enrnntrin<lose su prcsupue~to por lo regular sepa• 
r.:ido cld general de la Administración. 

Al pcr~nal integrante del establccimhnto público se 1::- re~om'• 
e.en los mismos caracteres que a los que pre~tan rsus scrdcios en la 
Administra'=ión Central, pero reconociendo las excepciones marca• 
cal' por la ley. 

El mando de la autoridad central respecto de los funcionados 
descentrali:'.,.1.dos queda suprimido, pues éstos usan su propia discre• 
ción en la realización de los actos que la ley le-; permite cjcc:1.1tar Sin 
embargo, siempre subsiste una vigilancia del p0tli::r Central sobre· ta 
eEifera de competencia y legalidfld en la que actt'rnn los fu.ncionarios 
descentralizados, pues como ya se dijo anteriormente, si no s•.icediera 
esto, entonces se produciría un nuevo Poder dentro de otro. 

Si se examina el artículo 25 del Código Civil del Distrito y Te• 
rritorios Federales, se encuentra que su fracción II establece la perso­
ralidad jtJrídica de estos órp.anos dicierdo: "Son personas monles: 
1.--La Nación, los E.i;tados y los Municipio~: Il. -Las demás corpo­
raciones de carácter público reconocidas por la Ley ... " 

La capacidad atribuida se determina por los artículos 26, 27 y 
28 del anterior cuerpo de ley. El primero establece: "L-is personas 
morales pueden ejercitar todos los derechos que sean necesarios para 
realizar el objeto de su institución". El artículo 2 7 por su parte dice: 
"Las personas morales obran y se obligan por medio de los órganos 
que las representan, sea por disposición de la Ley o conforme a las 
disposiciones relativas de sus escrituras constitutivas Y. de sus estatu• 
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tus" y r-1 artículo 28 establece: "Las personas morales se regirin por 
las leyes correspondientes, por su escritura y por :;us estatutos". Del 
contenido de las disposiciones enunciadas se desprende que estos or' 
g;mismos tienen limitada su capaciad de acuerdo con la especialidad 
ele! ohjcto para el que se establecieron y de las disposiciones internas 
qlle los reglamentan. 

IV. -Como ejemplo de esta clase de organismos se pueden se, 
ñalar los siguientes: A) Dirección General de Pensiones Civiles de 
Retiro que fué creada por ley expedida en el t1.ño de 1925 y regida 
actualmente por ley que expidió el gobierno de la República el 30 de 
diciembre de 1947. 

Las funciones propias de este organismo son aquellas que tien, 
cien a cubrir los riesgos de vejez o inhabilitación a todo trabajador al 
servido de la Fccleración del Departamento del D. F. y de los Terri­
torios Federales, así como a los trabajadores de la propia dirección y 
de las oficinas o ser\'icíos públicos; la protección alcanza también a 
su familfa er. c:lso de fallecimiento del empleado . 

Los trabajadores y sus familiares tienen derecho, en los casos y 
con los requisitos que la ley establece a los siguientes beneficios: Pen' 
siones por vejez o inhabilitación para los trabajadores; pensiones Pª" 
1a los familiares del trabajador que fallezca a causa del servicio o a 
consecuencia de él, o que, teniendo derecho a pensión, no la hubiere 
solicitado; pensiones para familiares por muerte del trabajador pen' 
sionado; devoluciones de los descuentos para el Fondo a familiares 
cuando los trabajadores fallezcan sin tener derec:ho a pensión. 

El gobierno y la administración de la dirección está a cargo de 
un órgano superior que lleva el nombre de Junta Directiva, compues, 
ta de seis miembros, de los cuales tres son nombrados por el Ejecutivo 
Federal y tres por la Federación del Sindicato de Trabajadores a Ser, 
vício del Estado. 

Corresponde a la Junta Directiva aplicar y hacer aplicar con t<>' 
da exactitud las disposiciones de la Ley de Pensiones. .Administrar 
los negocio:-: y bienes de la dirección, autorizando las operaciones de 
inversión del Fondo y concediendo las pensionell; efectuar la revisión 
de las mismas y vigilar que no se perciba pensión por persona que no 
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tt1\•icrt' derecho a ella o cuyo derecho lnbiere caducado o prescrito. 
1\ r: 0·~11c:-:~a del director, nombrar al pc1 :ial de base y de confianza 
de la dirección. 

La ejecución de los acuerdos de la refc!'ida iunta, está a carr:n del 
Director que es d jdc inmediato del perSOflal, esto viene a demostrar 
la :tu~onntnía del órgano. 

El patrimonio de la dirección lo constituye: a) el Fondo de la 
dirccción.-b) Descuentos forzosos sobre los sueldos de los trabaja• 
1..!orcs. --e) Aportaciones que deben dar la f edcración, el Depto. del 
Distrito y los Territorios Federales, las aportaciones a cargo de los 
establecimientos públicos descentralizados de sus trabajadores.--d) 
L)s imcw•cs, rentas, plusvalías y demás utilidades que se obtengan de 
las invcrsionc~ que haga la Dirección. 

De lo anteriormente expuesto, se ve que este organismo tiene 
''tY\ l"('!·ronn.lidad .i11dclica y estatutos propios desarrollando una fun· 
ción técnica y especial que son requii;itos para la existencia de esta 
dase de organismo descentralizado. 

B) Po.r Decreto Presidencial de fecha 6 de diciembre de 1946, 
se creó el organismo dr.scentralizado llamado Ferrocarriles Nacionílles 
de México. Esta Institución tiene por objeto: ejecutar en la forma 
má:: CC'nv~nicntc !5ervicios públicos de transporte, de manera princi· 
pal mediante la operación del sistema ferrocarrilero comprendido en 
su patrimnnin; desarrollar y ampliar esos servicios por cualquier me• 
dio; ci.,poncr. administrar y conservar los bienes que intep,ran su pa· 
tri•"lonio, así como defenderlos y obtener su mayor rendimiento. 

El patrimonio del organismo está fonnado por los bienes mue• 
bles e inmuebles qi;c el Gobierno Federal adquirió según contrato que 
cefobró con la Cía. Limitada del Ferrocarril Mexicano; por aquellos 
que en el fu tu ro le aporte el Gobierno Federal y por los productos y 
beneficios de cualqnicr género y que en cualquier forma rindan los 
bienes de que se forma su patrimonio. 

L1 dirección de la institución está a cargo ele un Consejo de Ad· 
ministración y de un Gerente General que se auxilia con un Subge· 
rente Gcnl!ral, y quienes distribuyen las funciones entre quince depar• 
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tamentos. Al Consejo de Adninistración corresponde: formula:- el 
programa general de administración, tanto en materia económica y 
financiera como técnica y administrativa, teniendo por base el buen 
funcionamil'nto y la rehabilitación del establecimiento; aprobar, en el 
mes de epero ele cada año el presupuesto de ingresos y egresos de la 
im;titución; resolver sobre las materias respecto de las cualc.> el Gercn• 
te General requiere la aprobación previa del propio Consejo. El Ge· 
rente Genera! e~tá nombrado por el Presidente de la Renública y 
aquél a su vez nombra al personal de funcionarios y empléados que 
la institución requiera: siendo el representante de la institución y te• 
ni·~ndo todas las facultades que conforme la Legisla~ión Civil corres· 
ponden a un mandatario general en las diversas ramas del mandato, 
inclusive la de delegar su representación, otorgar poderes y substituir 
su mandato er. favor de Ja persona o personas qul' estime conveniente, 
revocar poderes y substituciones y hacer otra~ nuevas conservando 
l'n todo caso el eiercicio del mandato. El Gerente tiene directamente a 
su cargo la organización, administración, funcionamiento, mejoramien• 
to y, de manera general, cuanto concierne al manejo y explotación de 
las líneas férreas y servicios conexos, así como la adquisición y dispo­
sición autor.izada de bienes y fondos. 

C) Un organismo descentralizado por servicio muy importante 
que existe en nuestro país, es la institución deno111inada "Petróleos Me· . ., 
XJcanos . 

Este organismo surgió con motivo de la expropiación que de los 
bienes de las Cías. Petroleras extranjeras se hizo por el gobierno fe, 
deral el 1'8 de marzo de 1938; creándose por el Congreso de la Unión 
dos instituciones de carácter público; Petróleos Mexicanos, que que• 
<ló encargado de la producción y la Distribuidora Mexicana de Petró­
leos, relacionada con la distribución y venta de los diversos productos 
obtenidos. Por decreto de 8 de agosto de 1940, desapareció la Distri­
buidora, reuniéndose en manos de Petróleos Mexicanos tocias la-: atri' 
buciones. 

La institución tiene como objeto el manejo de los bienes mue• 
bles e inmuebles expropiados a las empresas extranjeras para la ex· 
ploración y obtención del petróleo en el subsuelo, así como para la 
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refinación, distribución y venta de los diversos productos que se pro­
ducen. 

Petróleos Mexicanos tiene personalidad jurídica propia y goza 
de las atribuciones necesarias para llevar adelante esas f inaliades, te:­
niendo además, un patrimonio propio y estando su manejo encargado 
a un consejo de administración que deposita la autoridad en la Direc­
ción Genera! de la institución, la que a su vez se divide en tres sub­
direcci\1ncs que son: Subdirección Técnica Aministrativa y de Asun· 
tos Jurídicos, Subdirección Técnica de Producióu, y Subdireción Téc, 
mea Comercial. La Dirección General, tiene como atribución velar 
por el desarrollo, organización y fomento de la industria, así como 
el man~Jo de los bienes nacionales que forman el patrimonio· de la 
misma. La Subdirección Técnica Administrativa y de Asuntos Jurí­
dk.os ti~nc a ::-11 cargo el control administrativo de toda la institución, 
subdividiéndosl! en los Departamentos Jurídico Central, Ccntrnl e!'! 
Perrona!, Central administrativo y Central de Servicios Médicos y 
e.le Previsión Social. La Subdirecci6n Técnica de P•·oducción se en­
carga de las operaciones relacionadas con la búsqueda de petróleo, su 
extracción, tr;m~porte, almacenamiento, refinación v tocbs las obras 
de la industrfr1 que requieren carácter técnico. A la Subdirección Téc­
nica Comercial, compete lo relacionado con la3 ventas interiores, así 
como el tráf ka terrestre y marítimo y los medios de transporte de 
que dispone la institución, ya sean propios o ajenos, además mantener 
efi·:azm~nte el sis1.;cma de entregas a los centros de consumo. 

Con:o se ve, este organismo tiene su propio patrimonio y estatu• 
te k gal y su objeto se encuentra en la búsqueda, extracción, almace­
namiento, refinaci(in y venta del petróleo, estando todo esto a cargo 
de un personal técnico. 

D) La Comisión Federal de Electricidad, ·tuvo su origen en el 
Decreto del C'A:>ngrcso de 29 de diciembre de 193 3, mismo que sirvió 
de base 1,ara que el 12 de febrero de 1937, el ejecutivo de la Unión, 
dictara un acuerdo en el cual ordenaba a la Secre>taría de la Economía 
Nacional procediera a organizar este organismo, estableciendo las 
bases de m funcionamiento y para que definiera el programa general 
de trabajos que la ('..,omisión desarrollaría en consecuencia el ·24 de 
agosto de 193 7 se publicó la Ley que creó la C'...omisión Federal como 
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una depcndenda oficial; misma que fué derogada por la de 11 de 
enero de 1949 que e~ la que actualmente está en vigor y que estable· 
ce en su a1tkulo 1: que la Comisión Federal de Electricidad es un or­
ganismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimo­
r.io propio. El objeto de este establecimiento consiste en organizar y 
dirigir un sistema nacional de generación, transmisión y distribución 
de emergía eléctrica sin propósito de lucro, y obtener el mayor rendi­
miento p<Jl'ible con un costo mínimo para beneficio de los intereses 
genernles. 

El patrimonio de este organismo se encuentra integrado por el 
conjunto de bienes muebles e inrriueblcs y derechos al uso o aprove, 
'hamiento de bienes de propiedad nacional que el Gobierno Federal 
le asigna; con las reservas nacionales de energía hidraúlica; con las 
cantidades que conforme a la Ley se destinen a la Comisión; con los 
bienes e ingresos que por cualquier otro concepto obtenga. El pre· 
~upuesto anual de gastos de la Comisión después de ser aprobado por 
el consejo de la misma, debe someterse al Presidente de ta República 
por conducto de la Secretaría de la Economía Nacional, lo que se 
traduce en una tutela administrativa central. 

De lo expuesto y por reunir la Comisión todos los elementos ne­
cesarios para e11o, resulta ser un organismo creado por la Ley con 
personalidad jurí~fca y patrimonio propio separado del presupuesto 
general de egresos de la Federación y que desarrolla labores técnicas 
y de interés social . 

E) La Ley de Í9 de octubre de 1933 que regula a la Universidad 
.Autónoma de México, ofrece otro ejemplo de organismo descentrali" 
zado por servicio dentro de la organización administrativa de nue~trn 
país. 

El origen de esta institución se encuentra en la Ley de 26 de ma· 
yo de 1910 que creó la Universidad Nacional de México como un 
cuerpo docente, órgano directo de la administración, bajo la Jefatura 
del Ministerio de lmtrucción Pública y Bellas Artes y gobernada, 
además, por un rector y un consejo universitario, para realizar en sus 
eJement,os superiores la obra de la educación nacional. Dicha institu­
ción contó desde entonces oon la personalidad jurídica necesaria para 
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la adquisición de los bienes dedicados a su objeto; pero pr!tcticamcnte 
careció de autonomía, dada la intervención ilimitada de la Adminí:r 
tnción Central . 

La ley de l O de julio de 1929, que derogó la anterior, vino a 
definir ('!\ la Univ~rsidad Nacional los caracteres propios de un r~gi, 
mcn de e lescentra lización por servicio. En cf ecto, la realización de 
uua de la~ atribuciones del Estaco más típicamente de orden técnico, 
qu·:dó en manos de un instituto con personalidad jurídica y patrim<>' 
nio propio, y manej;ldo por los mismos elementos témicos, profesore.s 
y alumnos qm.: integran el servic~o. L1 Adminl.,tración C'.JCntral 9610 
se reservó esCél.$..1~ facultades: la de proponer el nombramiento ele :ec, 
tor; la de ohtcner anualmente un informe e.le las labore.s desarrolladas 
por la univ~rsidad; la de vetar las resoluciones del conse;o un'.vcrsita· 
rio, v por último la de intervenir en el manejo de los fondos con los 
qu~ el Gobierno Federal contribuye para el mantenimiento de este 
organismo. 

Posteriormente la Ley de 19 de octubre de 1'93 3, que es la que 
actualmente está en vigor, vino a acentuar la autonr"Jmía de la Uni­
versidad, restringiendo las facultades de la Administración central y 
dando una intervención más libre a los elementos del servicio. 

L1s autoridades universitarias son: el Con:;eio Universitario. el 
Rector, los Directores de Facultades, E.-;cuelas o Institutos Universi, 
tarios y las Academias de Profesores y AlumM~. El Consrjo consti· 
tuye la suprema autoridad universitaria, con facultades para -::lictar 
todas las nonnas y condiciones gener.iles encaminadas a organizar y 
definir el régimen interior de la Universidad, sin contravenir las pres· 
crlpciones de la Ley. El Rector es el Jefe de la Institución, su repre• 
sentante legal y Presidente del Consejo. Los Directores son nombra• 
dos por el Co11rejo, de acuerdo con el Reglamento que éste expid:i . 

El patrimonio de la Universidad está constituído con los inmue• 
bles que ocupan sus dependencias y con los que en lo futuro adquie­
ra para sus fines, por cualquier título jurídico: con los legados y dO' 
naciones que se le hagan; con los derechos y cuotas que por sus servi­
cios rr.cande y con el fondo universitario que reciba del Gobierno Fe· 
deral. 
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La Universidad resulta por lo tanto un or3anismo descent:-ali' 
zado dotado c:e capacidad jurídica y que tiene como competencia, im, 
partir educación superior y organizar investigadones científicas, prin­
cipalmcn~~ aarca de las condiciones y problemas nacionales, para for, 
mar profesionistas y técnicos útiles a la sociedad y cxt.cndcr con la 
mayor amplitud posible los beneficios de la cultura. 

La Ley, para el control de los Organismos Descentralizados y 
Empresas de Participación Estatal de 30 de diciembre de 194 7 en su 
artículo 1, hace una importante excepción en cuanto a los organismos 
<.lescentralizados por servicio, ya que expresamente excluye a las ins­
tituciones docentes y culturales del control y vigilañcia que la Comí• 
sión Nacional de, Inversiones hac"! de los demás establecimientos pú· 
blicos. Lo anterior pone de manifiesto que la Universidad Nacional 
Autónoma de México resulta ser el organismo de-scentralizado más in, 
dependiente de todo~. puesto que, como institución docente y cultu, 
ral, no cae dentro de !a Ley ant~s mencionada. 

En estos ejemplos típicos que de organismol.i descentralizados por 
servicio se ha hecho, se encuentran como características: el que siem­
pre son creados por una Ley, e<; decir. tienen una ley Orgánica cons· 
títutiva y su patrimonio siempre se constituye por una aportación ini, 
dal y definitiva, o por aportaciones periódicas que en diversas for• 
mas hace el Estado; quien además siempre ejerce vigilancia sobre el 
establecimient.o. 

Como concepto de organismo descentralizado por servicio se 
puede establecer el sibruiente: "Es una persona moral creada mediante 
Ley y <lotada por el Estado de patrimonio propio; sujeta a la tutela 
administrativa del mismo y que tiene por objeto desarrollar una labor 
técnica, con un fin de servicio público para una parte de la colectivi, 
dad o de interés más o menos general, con facultades 1de decisión y 
poderes de e.iccución que de ninguna manera suponen el uso de los 
medios de que dispone el Estado" . (Fuerza pública) . 

V. --Ahora bien, desde la creación de estos organismos a que 
se ha hecho mención, ha surgido una polémica acerca de si las dispo­
siciones de los capítulos IV y V del Título X del Código Penal, de· 
ben apl!carse o no a los organismos descentralizados por servicio. 
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A1gnnús autores han so::tenic1o que sí es de aplicarse los precep' 
tm antes enunciados, a los funcionados y cmpleí~dos de organi::r-:o~ 
dc$Centralizados, pues éstos prestan un servicio que en princip:o debe 
estar a cargo de] Estado y quien por razones de utilidad los separa 
cle la Adminii;tración Central, poniéndolos en manos de un grupo de 
individuos que con su preparación técnica, vien~.n a garantizar su cf¡, 
caz funcionamiento, de donde resulta que el servicio que se presta 
sea de carácter público. Además, como los artículos de nue,qtro e& 
digo Penal que reglamentan los delitos de coh1~cho, pecubclo v <:In' 
cusión, empiean el concepto de "encargados de un servicio público .. , 
see,ún estos autmcs resulta que tales disposiciones deben por efto apli' 
can~ a tcd0s los funcionarios y emnlcaclos de dichos orr:an.i~mr-~ to· 
mando P.n cuenta la calidad del servicio que nr.:stan, v porque ·~i no 
e.e hace así C<'lreccn éstos además de una verdadera y eficaz ptotección 
jurídica. 

' ¡ Si se analiza el concepto que de se1vicio mlhlko se ha dado en 
i párrafos anteriores, resulta éste una actividad dd Estado para bene' 
~ f 1cio de fa colectividad, desarrollada bajo ~m régimen jurídico espe· 
Í cial que sólo le es posible tenerla al Estado y nunca a los pa~1:iculares. 
~ Es decir, el servicio público es una actividad ciue está regulada, ase· 
j gurada y controlada por los gobernantes, pues sólo por la fuerza de 
' que éstos disponen se puede obtener su eficaz prestación, ~irndo ade· 
\ más indispensable que sea de interés colectivo y vaya dirigida a satis· 
~ facer las necesidades de la colectividad en una forma regular v con· 
~ tinua, cosa que sólo se obtiene por medio de la intervención del° Poder 
l Público que garantiza la realización v el desenvolvimiento de la in• 
1 terdcpendencia social, es decir, la satisfacción de las necesidades co· 
¡ munes a todos los hombres como lo expresa en su "Manual de Dere· 
¡ cho Constituc:ional" León Duguit. 
~ 

~ Ahora bien, los establecimientos públicos u organismos deseen• i tralizados por 'iervicio, resultan ser órganos con personalidad jurídica 
~ otorgada mediante Ley expedida por el Congr~30 de la Unión o por 
i el EJecutivo Federal v dotados por e] Estado de patrimonio propio, 
1 que des;irrollan una actividad técnica vigilada por directores del esta­
~ blecimiento come se dijo en .cada uno de los ejemplos citados, lo cual 
! hace ver que no se trata ya de actividades del Estado, sino de activi-

1 
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dadr.s de organismos con personalidad propia que tienen facultades 
de decisiú11 y ejcct1ción y sobre los cuales el Estado Sólo ejerce una vi' 
gihncia 4uc se conoce con el nombre de Tutela Administratiya, por 
e!'.:to, mientras la prestación esté en manos de particulares, se tratará 
de un servicio q1Jc queda fuera del dominio del Estado. Por otra par' 
te, se observa que estos establecimientos públicos desarrollan una ac• 
tividad que no es de interés colectivo, que nunca viene a redundar en 
bene.ficio de toda la colectividad, sino que importa tan sólo a un gru, 
po más o menos numeroso de ella, lo que hace que el servicio público 
que se presta sea diferente al realizado por el Estado, el cual ! .• ic·~pre 
e.~ de utilidad general, pues abarca a toe.la la sociedad. Por último, es 
ele hacerse también notar, que estos organismos nunca utilizan la fuer• 
za pública para obtener una feliz prestación del servicio que tienen 
rncomendado, cosa que en cambio sí lo hace el Estado; así, por est:i 
ct:ra causa, confinnamo.:1 que el servicio por rllos prestado, no puede 
confundirse en ninguna forna con el verdadero servicio público, que 
de acuerdo con la Doctrina, .·csulta ser el prestado por la administra• 
ción central . ¡ 

Por todo lo expuesto, no es de aceptarse lo que sostienen estos Í 
autores en el sentido de aplicar la$ disposicione~ acerca de la respon' ! 
~abilidad de funcionarios y empleados encargados de un servicio pú• ¡ 
blico, tanto a los organismos descentralizados como a los del Estado, ¡ 
pues no hay razón para confundir estos servicios, aún cuando su dis- ¡ 
tinción se dificulte en ciertos casos. · i 

¡ 

A mayor abundamiento, se puede analizar el articulo III de la ¡ 
Constitución de la República, que' en su párrafo V establece que la i 
1 .ey sobre Responsabilidad de Funcionarios y Empleados de la Fede• ; 
iación y del Distrito y Territorios Federales, debe referirse a los ac• · 
tos u omisiones que los enunciados puedan de cualquier manera eje• 
cutar y que redunden en perjuicio de intereses públicos y del buen des• 
pacho en asuntos propios del Estado. De aquí se desprende que sólo . 
la actividad deshonesta desarrolada por funcionarios encargados de \ 
servicios que sean o se relacionen con intereses públicos o con el buen 1 
despacho de asllntos propios del Gobierno, es la que nuestra suprema i 
l.cy ordena se castigue exigiendo responsabilidad a estos funcionarios ¡ 
y empleados, co~a que de ninguna manera puede aplicarse, como ya ¡ 
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se dijo, a los que pertenecen a establecimientos públicos, ya que oomo 
se ve, sus faltas nunca pueden ser cometidas en perjuicio de los intere, 
ses !públicos o del buen despacho en asuntos gubernamentales, sino 
que oolo podrán venir a afectar el patrimonio de la empresa a que per' 
tenecen y las cuales están perfectamente protegidas por el dereCho, 
qu~ reprime todo acto atentatorio que venga a lesionar los intereses 
de estas personas jurídicas. 

Pero, si se cree que en algunas ocasiones los establecimeintos púa 
blicos quedan exentos de una verdadera protección jurídica y se les 
quiere aplicar las disposiciones contenidas en los capítulos IV y V del 
Título X de nuestro Código Penal vigente, será . preciso reformar la 
Reglamentación del delito de que se trate para hacerlo extensivo a 
funcionarios de organismos descentralizados por servicio, tal como se 
hizo en el delito de peculado que fué reformado por decreto de l 1 de 
diciembre de t 945, y que se publicó en el Diario Oficial de 9 de mar, 
Zo del año siguiente. 
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CAPITULO V 

.. LA CONCUSION EN LA LEY DE RESPONSABILIDADES 
DE LOS FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS DE LA 
FEDERACION DEL DISTRITO Y TERRITORIOS 
FEDERALES Y DE LOS AL TOS FUNCIONARIOS 

DE LOS ESTADOS" 



L'l Ley de Responsabilidad de lo~ Funcionarios y Empleados de 
la Federación del Distri~ y Territorios Federal~ y de los altos fun• 
cionarios de los Estados, publicada en el Diario Oficial de fecha 21 
de febrero de 1940, tiene su fundamento en el Artículo l 11 de nues­
tra Cnrta Magna al que se ha hecho mención con anterioridad. Su 
objeto es regular los actos ilícitos penales cometido5 por altos funcio-
1•arios, funcionarios y emplr.aclos públicos, que valiéndose de la auto­
ridad de que están investidos incurren en actos u omisiones que la Ley 
considera como delitos o faltas of icialcs. 

· Como antecedente histórico de la misma, encontramos al Juicio 
de Residencia que se usó en la época colonial y que, consistía en la 
acción popular que se concedía para presentar acusaciones en contra 
del Gobernador o Virrey por faltas cometidas durante su gestión. En 
de México Independiente desde la Constitución de 1814, hasta la de 
J 917 se ha venido estableciendo el principio de responsabilidad de los 
funcionarios, por los delitos, faltas u omisiones que cometan durante 
el desempeño de su cargo contra el Estado mismo o contra los parti• 
rulares. Esta última establece dos procedimientos distintos para im­
poner sanción según se trate de delitos comunes o de delitos o faltas 
oficiales cometido~ por altos funcionarios; en el primer caso se nece· 
eita que la Cámara de Diputados, erigida en Gran Jurado, declare que 
ha lugar a proceder en contra de un alto funcionario, quedando como 
consecuencia de esta declaración separado de su cargo y sujeto a la 
acción de los Tribunales Comunes; con excepción del Presidente de 
la República que por esta clase de delitos sólo puede ser acusado ante 
la Cámara de Senadores, como si se tratara de un delito oficial y si 
la declaración es en senti~o contrario no hay procedimiento ulterior, 
sin que esto sea obstáculo para que la acusación 5Íga su curso cuando 
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el acusado haya dejado de tener fuero, pues la responsabilidad penal 
no sr. prejnz~a en la declaración de la Cámara. En el segundo caso, 
las dos Cámaras intervienen en el proceso, la de Diputados como Ju, 
rado de Acusación, y la de Senadores como Jurado de Sentencia. 
(Artículos No9 109 y 1111). · 

Cuando se trata de juzgar a funcionarios o empleados de la Fe, 
cleración y de Distrito y Territorios Federales a los que se refiere el 
Título 11, Capítulo 11 de la Ley de Rt>sponsabilidad, el procedimiento 
~e incoará como lo dispone el artículo 69 de la citada Ley, en la forma 
ordinaria con apego a las disposiciones del OY.ligo de Procedimientos 
Penales aplicable a cada caso, sea federal, militar o del orden común. 
Una vez terminado el proceso y formuladas las .conclusiones del Mi, 
nisterio Público, del acusado y de su 'defensor, el juez remite el expe, 
diente al Jurado Federal y de Responsabilidades Oficiales de los Fun• 
c1onarios y Empleados de la Federación, que ~ establecen en cada 
uno de los lugares en que residan Juzgados de Distrito con jurisdicción 
en materia penal o al Jurado de Responsabilidades Oficiales de los 
Funcionarios y Empleados del Distrito y Territorios Federales, que 
se debe formar en cada uno de los partidos judiciales en que· residan 
Cortes Penales o jueces de Primera Instancia en Materia Penal den, 
tro de aquellas jurisdicciones. para que éstos dicten su veredicto de 
culpabilidad o inculpabilidad. El primero de estos jurados conoce de 
los delit;os oficiales reglamentados por el artículo 18 de esta Ley, co­
metidos por funcion&irios y empleados de 1~ federación, a excepción 
de aquellos que se atribuyen a los altos funcionarios de la Federación 
a que ,;e refiere el artículo 2o. y a las faltas oficiales de que tratan los 
artículos 20 y 21 de la misma Ley . El segundo, también conoce de 
los delitos estipulados por el artíC'tllo 18, siempre y cuando ~.stos sean 
cometidos por funcionarios o empleados del Distrito y Territorios 
Federales, así como de las faltas oficialzs a que hace referencia el ar' 
ticulo 21 (a1tículo 89 de la Ley de Responsabilidad). 

El procedirmento del juicio ante el Jurado Federal y de Respon' 
Eabilidades Oficiales de los Funcionarios y Empleados de la Federa• 
ción se sujetará a las disposiciones relativas dPl Código Federal de 
Procedimientos Penales; siendo en cambio el Código de Procedimien' 
tos Penales pam el Distrito y Territorios Federales el que viene a re' 
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guiar el procedimiento a seguir en el jurado de Responsabilidades 
Oficiales de los Funcionarios y empleados del Distrito y Territorios 
Federales. 

En la fon11ación de estos jurados se ha hecho intervenir a diver­
sos sector'!s sociales que comprendan el mayor número de activida· 
des, para así poder obtener una eficaz representación popular, la cual 
debe si<'mpre existir en un sistema democrático como el nuestro; es 
decir, se hace que el Pueblo participe en una función de gran impor­
tancia como lo es la de impartición de Justicia. Por esto, el articulo 
79 dice que el Jurado se formará de 7 personas que son: 

1.-Un representante de los servicios públicos de la federación, 
del Distrito Federal, Territorios o Estado; 

2 .-Un representante de la prensa; 
3 .-Un profesioni¡;ta, que no sea funcionario ni empleado pú-

blico; 
4.-Un profesor; 
5.-Un obrero¡ 
6.-Un campesino; y 
7.-Un agricultor, industrial o comerciante. 

Añadiendo el artículo 80, que éstos tendr<'.m 'las siguientes ca­
racterísticas: a) .-Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en ple­
no goce de sus derechos; b) . -Saber leer y escribir y c) . -Ser veci­
no del lugar, delegación o municipalidad en· que radique el juzgado 
que haya instruido el proceso. 

Pero a pesar de esto, la práctica ha demostr~do que para la im­
partición de ju~ticia en nuestro país, esta clase de jurados resulta en 
la mayoría de los casos ineficaz; ya que, nuestra población resulta ser 
en un gran porcentaje de un nivel cultural muy bajo, lo que ocasiona 
que las decisiones tomadas por estos jurados tengan :su origen en la 
sugestión producida por las palabras del defensor o del fiscal y no en 
Jos dictados de la conciencia de cada una d~ las personas que lo inte· 
gran. 

Ahora bien, si examinamos el artículo 18 de la Ley a que nos 
hemos venido refiriendo, encontramos que en su Frac. XXIV dice lo 
siguiente: 
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"Artículo 18. -Son delitos of icíaks de los funcionarios y em, 
pkado~ de la federación y del Distrito y Territorios Federales no com­
prendidos en el artículo 2o. de esta Ley. . . Fracción XXIV. Exigir 
por dÍ, o por medio de otro, a título de impuesto o contribución, re, 
cargo, renta, ré<~ito, salario o emolumento, dinero, valores, servicios 
o cualquiera otra cosa a sabiendas de no ser debidos o en mayor can­
tidad que la que scfiale la Ley". 

Resulta por lo tanto, que en esta fracción queda enclavado el 
delito que e::: materia del presente trabajo, al cual se le reconoce ex, 
prcsamente como un delito oficial, que sólo puede ser cometido por 
aquellos f11ncionarios o empleados de la Federación o del Distrito y 
Trrritorios Fcd~ralcs que no sean los que la Ley reconoce como altos 
funcionarios. Este acto ilícito debe de ser forzosamente cometido ha­
ciendo 1.1m de las funciones de que está investido el funcionario o em, 
picado, para qt1c ~e le denomine oficial; ya que si no es así, se tratará 
de un simple delito común tipificado y penado por el Código Penal. 
Es decir, delito oficial es aquel que sólo puede ser cometido por fun· 
cionarios ,) empleados públicos que usen de la <!-Utoridad de que es• 
tin in\'estidos. 

El artículo en cuestión, como se ve, ya no llama al delito con• 
cusión ni solamente lo refiere al encargado de un servicio público que 
con ese carácter lo cometa; sino que lo reconoce como un delito ofi .. 
cial y lo aplica tanto a funcionarios como a empleados de la Federa• 
c1ón y del Distrito y Territorios Federales; es decir, enumera a todos 
aquellos que pueden ser posibles sujetos activos 1 del delito. Por lo 
que se refiere a lo demás ya no existe diferencia con lo que establece 
el artículo 222 de nuestro Cixligo Penal, el cu<il tiene la ventaja so­
bre éste de llamar al delito como tradicional y doctrinalmente se le 
conoce, es decir, como delito de concusión. 

En el Artículo 19 de esta Ley se encuentran las sanciones que 
deben aplicarse a los delitos enumerados en las LXXII fracciones del 
artículo anterior; estableciendo ef) su fracción V que: ºEl definido 
por la fracción XXIV se castigará con destitución de empleo e inha• 
bilitación para obtener otro por un término de dos a seis años y multa 
igual al duplo de la cantidad que hubiese recibido indebidamente. Si 
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~ ésta pasa de cien pesos, se impondrá, además, de tres meses a dos años 
:~ de prisión. Como se ve, la sanción resulta igual a la que el artículo 

223 dd Código Penal vigente establece, y que toma como base para 
aplicar la pena corporal de prisión una cantidad mayor que la de cien 
pesos, ;;05a 411c se ha criticado en capítulo anterior, pues resulta ésta 
idéntica a la establecida por el Código de 1871 . Téngase en cuenta 
que en la actualidad esta cantidad tiene menor poder adquisitivo que 
en el año de 1871, lo que hace que la sanción se haya vuelto más rí• 
gida, pues todo funcionario puede caer en prisión por e1 simple hecho 
óe exigir indebidamente una cantidad que supere a la de cien pesos, lo 
cual resulta beneficioso; pero si lo que se quiere es establecer la misma 
sanción que en los Códigos anteriores, será nrccsario modittcar la 
cantidad que sirve de base para aplicar la pena de prisión. 

Por otra parte, el artículo de que se trata también olvidó rsta· 
bkcer sanción para aquellos encargados o comisionados de un fun­
cionario público que con la investidura que se les otorga, cometan el 
delito de concusión; cosa que sí hace nuestro Código Penal en su ar­
tículo 224, pero como el artículo 60. transitorio de la Ley de Respon­
sabilidades establece que: "Se derogan, en cuanto se opongan a la 
presente, todas las leyes y &;posiciones de carácter general referen­
tes a responsabilidad de funcionarios y empleados públicos", resulta 
por lo tanto que a tales encargados o comisionados no se les lpodrá 
nunca atribuir la comisión del delito; lo que hace indispensable que 
esta fracción del artículo 19 se modifique par:i. que torne en cuenta 
a los enunciados, tal como ya se dijo lo hace nuestro Código Penal vi­
g('nte, pues sólo así, podrá acusarse del delito de concusión a estos en­
cargados o comisionados de funcionario público que haciendo u~> in­
debido de las facultades que se les han otorgado, exijan dinero, valo­
res, ser:kios o cualquiera otra. cosa que saben no es debida o en ma­
yor cantidad que la señalada como obligación por la Ley para que el 
particular la pague, a título de impuesto o contribución, recargo, ren­
ta, rédito, salario o emolumento. 

Esto naturalmente no es válido para los casos en que exista co­
participación, pues entonces se convierte en disposición de estricta 
aplicación el artículo 1'3 de nuestro Código Penal vigente. 
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CAPm..JLO VI 

"LEGISLACION COMPARADA. •• 

!.-Argentina. II.-Bolivia. III.-Brasil. N.Co-­
Wmbi4. V.-Costa Rica. VI.-Cuba. VIl.-Chile. 

VIII.- República Dominicana. IX.- Guatem41a. 
X.-Haiti. Xl.-Honduras. XII.-Nicaragua. XIU. 

-Panamá. XlV.- Perú. XV.-República de EL Sal· 
vado,.. XVl.-V enezuela. 



El estudio del derecho comparado es de significada importancia 
en toda época, pero principalmente en la nuestra en que los conceptos 
cic distancia y tiempo cada vez se vuelven más reducidos, al grado tal 
que en muchos casos podemos decir que desaparecen; lo cual nos '"lbli, 
ga a conocer las semejanzas o diferencias que existen entre nutStrn <le, 
n::cho y las legislaciones de los diversos paises que nos rodean. Resta, 
pues concluir que son abundantes las ventajas que nos proporciona el 
eEtudio del derecho comparado, pues nos permite al hacer el estudio 
de la vida de una norma, profundiz.ar e interpretar el sentido de la 
Ley relacionándola. con otras legislaciones. 

ARGENTINA 

El Código Penal Argentino del año de 1922, reglamenta la con• 
cusión dentro de los delitos cometidos contra la administración pi1bli, 
ca, título XI; llamándola exacción ilegal, capítulo IX; arts: 

266.-•'Será reprimido con prisión de uno a seis meses e inha­
bilitación especial de un mes a un año, el funcionario puhlico que, 
abusando de su cargo, exigiere o hiciere pagar o entregar indebida, 
mente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un derecho 
o una dádiva o cobrarse mayores derechos que los que le correspon­
den". 

267. -"Si se empleare intimidación o se invocare orden supe, 
rior, comisión, mandamiento judicial u otra autorización legítima, pO' 
dr.í elevarse fa prisión hasta un año y la inhabilitación hasta cuatro". 

268. ·-"Será reprimido con prisión de dos a seis años e inhabili, 
tación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artícu, 
los anteriores" . 

A diferencia de nuestro Código Penal, éste hace referencia a la 
intimidación que puede usar el funcionario para hacer pagar o entre• 
gar indebidamente una contribución, un derecho o una dádiva (art. 
267), y distingue aquellos casos en que lo exigido queda en provecho 
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del funcionario o es entregado al Estado. Al delito lo sanciona origi· 
narfamentc con la pena de prisión e inhabilitación, pero ést~ va en 
aumento cuando se emplea intimidación o se invoca orden superior, 
comisión, mandamiento judicial u otra autorización legítima; aplicán· 
do.se de dos a seis años de prisión e inhabiltacón absoluta perpetua 
para obtener otro empleo público, al funcionario que se apropie de 
lo exigido o lo entregue a un tercero ( art . 268) . 

BOLIVIA 

El C'.ódigo Penal Boliviano del año de 1834, reglamenta la con• 
c.usión dentro de los delitos y culpas de los funcionarios públicos en 
el ejercicio de su cargo, título VI: Uama al delito extorsión o exaC' 
ción, capítulo 111; arts: 

359.-"Cualquiera funcionario, público, c~iil, militar o ecle• 
siá.stico encargado de cualquier modo de la recaudación, administra• 
ción, arrendamiento, depósito, intervención o distribución de algún 
impuesto, derecho o renta pública, eclesiástica o municipal, que di• 
recta o indirectamente exija o haga exigir de los contribuyentes y les 
haga. pagar lo que sepa que no deben satisfacer, o más de lo que deban 
legítimamente, perderá su empleo; y resarcirá lo indebidamente pa• 
ga.do, con los perjuicios aunque no malverse la cantidad injustamente 
exigida; y si hubiere procedido con el fin de perjudicar al contribu• 
yente, sufrira además la pena de prevaricador. Pero en el caso de 
que usurpe o malverse lo injustamente exigido y pagado, o de que lo 
exija o haga pagar para usurparlo o malvcrsarlo, no solamente lo re• 
~arcirá con los perjuicios, sino que será infame, y no podrá obtener 
nunca empleo ni cargo público aunque se le rehabilite de la infamia; 
pagará una multa igual "1 importe de lo in~11stamente exigido, y su• 
frirá además las penas establecidas en el artículo 364 (Reclusión de 
~eis meses a dos años, si el importe de lo malversado no pasa de qui• 
r.1entos pesos; si excediendo de esta cantidad no pasa la de mil pesc,>S, 
reclusión de dos a cuatro años; si excediendo de mil pesos no pasa 
de cinco mil pesos, sufrirá de cuatro a seis llños de la misma pena; si 
excediendo de cinco mil pesos no pasa de cincuenta mil pesos se le im• 
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pondrá de cuatro a diez años de obras públicaa; si pasare de cincu~nta 
mil pesos será condenado de cuatro a diez años de presidio) en los 
casos respectivos. Iguales penas sufrirá en los mismos casos el fundo· 
nario público o agente del Gobierno, que imponga por sí alguna con­
tribución o gabela fuera de las prescritas o autorizadas por la Ley, o 
que sabiéndolo, tolere que sus subalternos la exijan o cobren" . 

360. - "El que para alguna de las exacciones injustas de que 
se ha hecho mención en los dos artículos precedentes, usare de fuerza 
armada o de cualquiera otra violencia, sufrirá además de las penas 
que respectivamente merezcan según ellos un aumento de dos años de 
la pena correspondiente" • 

361.-''El funcionario público de los que quedan expresados 
que para exigir y cobrar las contribuciones, impuestos o derechos le­
gítimos, emplee voluntariamente contra los contribuyentes, medios 
más gravosos que los prescritos en las leyes, reglamentos u órdenes 
superiores, o les haga sufrir vejaciones indebidas para el pago, será sus· 
penso de su empleo y sueldo por uno a cuatro años, sin perjuicio de 
cualesquiera otra pena que merezca por la ve.iación. Si hubiere pro­
cedido a sabiendas con el fin de perjudicar al contribuyente, o de ha• 
cer odioso aquel servicio, sufrirá la pena de prti:varicador". 

Es interesante observar cómo este Código reconoce como fun· 
cionario, a los eclesiásticos que intervienen en la recaudación, admi• 
nistración, arrendamiento, depósito, impuesto, derecho o renta del 
clero. Como 5anción establece la pérdida del empleo y la obligación 
de resarcir lo indebidamente pagado más los perjuicios que se hayan 
causado, aún cuando no se malverse lo recibido; pues si esto fu ere, 
entonces será infame el funcionario, ~o pudiendo obtener nunca em• 
pleo ni cargo público a pesar de que sea rehabilitado de la infamia 
( art. 3 59) . & caso de uso de fuerza armada, amenaza o violencia, 
la sanción será aumentada, ca5tigándose al concusionario con la pena 
de erevaricador cuando trate de perjrnlkar al contribuyente (art. 
361). 
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BRASIL 

Et Cpdigo Penal Brasilefio, del año de 1942. reglamenta el delito 
de concusiém, dentro de los cometidos por funcionarios públicos con• 
tra la administración pública, título XI; capítulo I, Art. 

316.-.. (Extorsión, en razón del cargo). Exigir para sí o para 
otro, directa o indirectamente, aun cuando sea fuera de la función o 
antes de asumirla, pero en razón de ella, provecho indebido: 

Pena: Reclusión de dos a ocho años y multa de dos cantos a 
veinte cantos de reis . 

lo.-(Exceso de exacción) .-Si el funcionario exige impuesto, 
tasa o tributo que sabe es ilegal, y aun siendo legal emplea para su 
cobranza medio vejatorio o gravoso que la Ley no autoriza: 

Pena: detención de seis meses a dos años, o multa de un conto 
a diez contos de reís. · 

2o.--Si e! funcionario subtrae en provecho propio o de otro, lo 
que recibió indebidamente para depositar en el Tesoro Público: 

Pena: Reclusión de dos a doce años y multa de cinco a vei~te 
cantos de reís,. . 

Este Código distingue los casos en que se exige algo indebido, o 
algo debido, pero valiéndose p;tra su cobro de medios vejatorios gra' 
vosos, aplicando en este caso detención o multa; y aquel en que el 
funcionario aprovecha lo exigido para él, imponiendo en este caso 
una prisión de dos a doce años y multa. 

COLOMBIA 

El Código Penal Colombiano, del año de· 1937, reglamenta la 
concusión dentro de los delitos cometidos contra la administración pú ... 
blica, título III, llamándola como tradicionalmente se le conoce, como 
delito de concusión, capítulo II; Arts: 
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157 .-.. El funcionario o empleado público encargado de un 
servicio púbüco, que abusando de su cargo o de sus funciones, y con 
el fin de obtener para sí o para otro un provecho ilícito, constriñan o 
induzcan a alguien a pagar impuesto o contribución, recargo, renta, 
rédito, salario o emolumento que legalmente no se deba, incurrirá en 
prisión de seis me~e.s a cuatro años y en interdicción de derechos y 
funciones públicas por el mismo período. 

Si empleare intimidación o invocare orden superior o manda, 
miento .iudicial, se aumentará la pena hasta la mitad". 

158. -'"Si al cometer el hecho de que trata el artículo anterior, 
no obrare el agente con el fin de obtener para sí o para otro un pro­
vecho ilícito. se le impondrá multa de ciento a mil pesos e interdicción 
de derechos r funciones públicas por dos años" . 

159. -"El funcionario o empicado público, o el encargado de 
un servicfo público, que en el ejercicio de sus funciones aprovechán' 
<lose de un error ajeno, reciba o retenga indebidamente para sí o para 
otro, dinero, efectos u obtenga alguna utilidad, incurrirá en prisión 
de seis meses a dos años y en multa de diez a mi1 pesos" . 

La reglamentación del delito resulta parecida a la de nuestro e& 
digo Penal, pues se refiere al pago de impuesto o contribución, recar• 
go, renta, rédito, salario o emolumento que legalmente no se deben; 
pero no toma en cuenta e1 caso en que éstos son exigidos en mayor 
cantidad que la señalada por la Ley. Este Código también toma en 
cuenta los casos en que se usa intimidación, o lo obtenido indebida• 
mente queda en poder del concusionario o de un tercero, en virtud del 
error en que se encuentra el particular. (Art. 159). 

COSTA RICA 

El C'..ódigo Penal Costarricense, del año de 1941, reglamenta el 
delito dentro de aquelJos cometidos contra la administración pública 
y el régimen de justicia, título X; llamando al delito exacción, capí· 
tulo VIII; arts.: 
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386.-"EJ funcionario o empleado público. que, abusando de su 
cargo reclamare un servicio indebido o exigiere o hiciere pagar, por si 
o por derecho que legalmente no se deba, será castigado con inhabili, 
tación para el ejercicio de cargos y oficios públicos de seis meses a do:1 
años. 

Si la exacción se verificare empleando fuerza o intimidación,· ~ 
impondrá, además, multa de trescientos sesenta a dos mil colones". 

~87.--.. Si el funcionario o empleado público convirtiere en pr<>' 
vecho propio o de terceros las exacciones expresadas, sufrirá las pe' 
nas señaladas en el artículo N9 380 (prisión de nueve meses a dos 
años si el valor de lo defraudado no excede de cien colones; pri• 
s1ón de U!lO a cinco años si es mayor de cien colones y no pasa de 
quinientos; prisión de dos a siete años, si es mayor de quinientos 
y no excede de cinco mil colones; prisión de cinco a diez años si 
es superior a cinco mil colones). En tcx:los los casos se impondrá, 
además, inhabilitación absoluta de tres a diez años ... 

Se observa cómo este Código se refiere expresamente, a los caso:1 
en que el concusionario haga empleo de fuerza o intim.ídación y con' 
vierta en provecho propio lo exigido, caso este último en el que apli­
ca la pena de prisión que varía de acuerdo con el monto de la cantidad 
exigida (Art. 387). · 

CUBA 

El Código de Defensa Social Cubano, del año de 1938, inclu• 
ye al delito de concusión dentro de los cometidos por los funcionarios 
públicos en el ejercicio de sus cargos, título VIII; y lo reconoce como 
exacción ilegal, capítulo VI; art. 

429.-·A) ••Et funcionario público que exig~ere directa o indi• 
rectamente derechos indebidos o mayores de los que estuvieren se1 

ñalados por la Ley, será sancionado, con interdicción especial de seis ¡ 

meses y un día a dos años y multa de cien a doscientas cincuenta cu<Y 1 
tas. \ 

B) .-En igual sanción incurrirán los recaudadores, agentes, au• 
xiliares o dependientes de contribuciones o impuestos del estado; la 
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provincia o el municipio, que exigieren cantidades indebidas o supe, 
nores a las cuotas legales, o sus recargos autorizados. 

C) .-Si se hubiere hecho efectiva la cantidad exigida, incurri, 
rán en las sanciones señaladas para los delitos de estafa, en la cuantía 
que correspondiere a la exacción ... 

Este Código hace consistir el delito, en la exigencia que directa 
o indirectamente haga el funcionario público dl"· derechos. indebidos 
o mayores de los señalados por la Ley, castigándolo con interdicción 
y multa. Pero para el caso de obtención exigido, aplica la sanción w 
tahlecida para los delitos de estafa, de acuerdo con el monto de la 
cantidad. 

CH 1 LE 

El Código Penal Chileno, del año de 1874, incluye al delito den, 
tro de los crímenes y simples delitos cometidos por empleados públi· 
cos en el de>:,empeño de sus cargos, título V; y conoce al delito como 
exacci6n ilegal, capítulo VI; art. 

241.-"El empleado público que exigiere directa o indirectamen• 
te mayores derechos de los que ?e estén señalados por razón de su 
cargo, será castigado con una multa del duplo al cuádruplo de la 
cantidad exigida. 

Et culpable habitual de este delito incurrirá además en la pena 
de inhabilitación especial temporal para el cargo u oficio en su grado 
medio". 

Para este Qxtigo, la comisión del delito nunca da lugar a la aoli­
cación de pena corporal, como lo establece la mayoría de los Códigos 
enumerados; sino que lo castiga con multa e inhabilitación temporal 
para ~mpeñar cargo público. 

REPUBLICA DOMINICANA 

El Código Penal Dominicano, del año de 1884, en el título 1 
••crímenes y delitos contra la cosa pública,. n6mero dos de la i;ec, 
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ción s~gunda, nos habla de las "Concusiones cometidas por fondo 
narios públicos": art. 

l.74.-.. Los funcionarios y oficiales públicos, sus delegados e• 
emptcados y dependientes, los perceptores de derechos, cuotas, con• 
tnbucipncs, ingresos, rentas públicas o comunales y sus empleados, 
delegados o dependientes, que se hagan reos del delito de concusión, 
ordenando la percepción de cantidades y valores que en realidad no 
se adeuden a las cajas públicas o comunales, o exigiendo o recibiendo 
sumas que excedan la tasa legal de los derechos, cuotas, contribucio­
nes, ingrerns o rentas, o cobrando salarios y mesadas superiores a las 
que estahlP.ce la ley, serán castigados según las disposiciones siguien· 
tes: los funcionarios y oficiales públicos, con la pena de la redusión; 
y sus empicados, dependientes o cl_elegados, con prisión correccional, 
de uno a dos años, cuando la totalidad de las cantidades indebidamen• 
te exigidas o rl!cibidas y cuya percepción huhie.;e sido ordenada, fue· 
re superior a sefent;l pesos. 

Si la totalidad de esas sumas no excedieren de sesenta pesos, los 
of!ciales púb}jcos dtsignados antes, serán castigados con prisión de 
i:;eis meses a un ali.o; y sus dependientes o delegados, con prisión de 
trl!S a seis meses. La te.ntativa de este delito se ~astigará como el deli• 
to mismo. En todos los casos en que fuere pronunciada pena de pri .. 
sión, a los culpables se les podrá además privar de los derechos men• 
donados en e) artículo No. 42 del presente códi~o, durante un año a 
lo menos, y cinco a lo más, contados desde el día en que hubieren 
curnp!ido la condenación principal; podrá además el tribunal, por la 
mii;ma rentencia, someter a los culpables bajo la vigilancia de la alta 
policía, durante igual número de años. Además, se impondrá a los 
culpables nna. multa que no excederá la cuarta parte de las restitucio­
nes, daños y perjuicios, y que no bajará de la duodécima parte de esas 
mismas restituci0Qes. Las disposiciones del presente artículo serán 
aplicables a los oficiales y secretarios ministeriales. cuando el hecho 
se cometiere sobre ingresos de los cuales estuvieren encargados por 
Ley ... 

Este Código de una manera parecida al nuestro, establece que 
la exigencia que hace el concusionario puede referirse a cantidades o 
valores que no se deben o que excedan la tasa legal, pero como di• 
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forcncia se puede observar que hace una enumeración de tocos los po­
sibles sujetos activos del delito. En cuanto a la sanc'.ón ésta es siem• 
pre ht lle rrii:ión, aun en los casos de tentativa, y varía según el suje1 

to activo cid delito lo sea un funcionario u oficia] o sus empleados, de, 
pendiente-; a delegados. 

GUATEMALA 

,~ El Chdigo Penal Guatemalteco, del año de 1936, reconoce al 
deHto de con.rnsi/m como exacción ilegal y lo reglamenta en el nú· 
mero onre dd título VI "De los delitos de los funcionarios público.; 
en el ejercicio de sns cargos"; arts.: 

29 5 :-·"El funcionario que directa o indirectamente procurare 
su interés particular en cualquier clase de contrato u operación en 
que deba intervenir por razón de su cargo, será castigado con tres 
años de p:-isión correccional. 

Esta disposición es aplicable a los expertos, :'1rhitros y contadores 
particulares respecto de los bienes o cosas en cuya tasación, partición 
o adjudiQc1ón hubieren intervenido, y a los tutores, guardadores y 
a los tutores, guardadores y albaceas respecto de los pertenecientes a 
lo:; mrnore~ o testamentarios. 

Salvo prueba en contrario, se presumirá autor de los delitos de 
fraude y exacciones ilegales al funcionario o empleado que teniendo 
a su c'lrgo la recaudación de fondos públicos o municipales, omita ex• 
tendf'r en la forma pi escrita por la Ley o los Reglamentos, la corres• 
pc'1diente consta.t'\cia de pago. 

Esta infolcción será reprimida con dos meses de arresto menor. 

Del análisis de Jos preceptos anteriores, se desprende. que existe el 
delito de concusión para este Código, cuando el funcionario o emplea• 
do encargado de la recaudación de fondos públicos, omite extender 
constancia de pago o exige mayores derechos que los señalados en la 
ley. 
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H.AITI 

El Código Penal Haitiano, del año de 1935, denomina al delito 
concusión y lo reglamenta en el capítulo 111,. Sección 11, No. 2 del 
título 1 ''Crírnene.i; y delitos contra la cosa pública"; art. 

135.-"Los funcionarios, los oficiales públicos, sus encargados o 
comisionados, los recaudadores de derechos, ta-sas, contribuciones, va• 
lores, rentas públicas o comunales, y sus encargados o comisionados, 
que se hayan hecho culpables del crimen de concusión, ordenando per• 
cibir o exigiendo o recibiendo lo que saben no es debido o que exc~da 
de lo que~ debido por derechos, tasas, contribuciones, valores o fen• 
tas, o por salarios o sueldos, serán castigados a saber: 

Los funcionarios o los oficiales públicos, a la pena de reclusión; los 
encargados o comisionados, a la pena de prisión de un año como mini· 
mo y de tres años como máximo. 

Los culpables serán condenados, además a una multa cuyo má• 
~imo será el cuarto de las restituciones o indemnizaciones por daños 
y perjuicios, y el,mínimum el duodécimo". 

Este Código como el nuestro, reconoce como su;etos activos del 
delito tanto a funcionarios como a empleados públicos, sus encar• 
gados o comisionados. Pero como sanción establece la prisión y multa 
para todos los casos. · 

HONDURAS 

El C.ódigo Penal Hondureño, del año de 1'906i reglamenta la con• 
cusión dentro de aquellos delitos cometidos por los empleados públicos 
en el ejercicio de sus funciones, título VIII; y lo l.lama exacción ile• 
gal, Capítulo XI; art· 

" 

1 . 

400.-.. EI funcionario público que exigiere directa o indirecta• 
mente mayores derechos que los que le estuvieren señalados por ra• { j 
zón de su cargo, será castigado con la pena de b'Uspensión en su grac.19 ''~ ' • .{".; .\tl 
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i; El culpable habitual de este delito incurrirá en la pena de sus· 
~ pensió1~ en su grado medio". 
~~ • !f Para este Código sólo existe el delito cuando se exigen mayores 

derechos que los señalados en la ley; to cual se castiga con suspensión 
del cargo en su grado mínimo y en grado máximo en caso de que se 
cometa habitualmente. 

-~. 
i.) 

l 
~ 
~ 
t 
)' ¡ NICARAGUA 
~' 
~ E1 COdigo Penal Nicaragüense, del año de 1891, llama al delito 
~ r::<acción ilegal, y lo reglamenta dentro de aquellos peculiares a lo;; cm• 
~ pleados públicos, título VI¡ art. 
R 
l . 2.,0.--"El empleado público que exigiere, directa o indirectamen• 
i tt, mayo1e.~ derechos que los que estén señaladm por razón de su car• 
!' go, los exija adelantados o los cobre por lo que debía practicar gratui• 
t tamente? será castigado con una multa igual al duplo de la cantidad 
r exi~ida. cuando ésta exceda de veinticinco peso:;. 

t El que reincidiere por más de tres veces, i;er{t castigado, además, 
; con inhabilitación especial en segundo grado". 

t J\I igual que el Código anterior enunciado, para éste, existe con• 
{ cusión cuando se exijan mayores derechos 1 que los señalados por la 
J ley o se cobre por algo que debía ser gratuito. La sanción que establece 
l es la de multa e inhabilitación especial en caso de reincidencia. 
i 

l PAN.AMA 
r, 
i;; 

i El Código Penal Panameño, del año de 1922, incluye el delito 
hlentro de los cometidos contra la cosa pública, título VI; llamándolo i concusión, Capítulo 11; art. 

J . 159 • - .. El funcionario público que, abunsando de sus funciones, 
f c:onstriña a alguien a dar o prometer indebidamente, a él mismo o a un 
t tercrro, dinero o provechos de cualquier clase, será castigado con in, 
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terdicción perpetua de ejercer funciones p{1blicas, reclusión de· uno a -J 
siete años, y multa de cincuenta a trescieentos balboas. ¡ 

Si la suma o provecho indebidamente dados fueren de poca sig· . ( 
nific.ación, la pena será de reclusión por seis a cuarenta meses, y la in• 
terdicción de cinco años. l 

.:~ 

Si para cometer el delito de que se trata este artículo, no usare el 
funcionario público sino de la persuasión, la pena será la señalada en 
el inciso que precede. ! 

La reclusión será de un mes a un año, si al recibir alguno lo que 
no se le debía, no hizo sino aprovecharse del error ajeno". 

Como se ve, el delito se presenta, cuando el funcionario público 
obliga o persuade a algÜlcn a dar o prometer cosa indebida. Sanciorián• 
do;;e con interdicción perpetua para ejercer funciones públicas, reclu• 
sión y multa, cuando se obliga; y reclusión e interdicción temporal 
en los casos de persuasión. 

PE R U 

' 1. 
¡ 
\ 

" ' ¡ 
,, 
¡ 

' 
l 

El Código Penal Peruano, del año de 1924. reglamenta el delito ! 
de concusión, título 11; dentro de aquellos cometidos contra los debe• ! 
res de función y los deberes profesionales, Sección Décimacuarta; art. ' 

343.-"El funcionario o empleado público que abusando de su 
cargo percibiera, con propósito de lucro, contribuciones, tasas, indem• 
nizaciones o emolumentos no debidos, o en cantidad que exceda a la ta, 
rifa legal. será reprimido con prisión no mayor de seis años, multa de f 
la renta de treinta a sesenta d1as e inhabilitación, conforme a los inci• : 
sos primero. segundo y tercero, del artículo 27, por tiempo no menor j 
de cinco años". l 

' ' ~~ra este Código el delito ~ .P~esenta, cuando lo. percibido sea ~n j 
propos1to de lucro y nunca ex1st1ra cuando las cantidades no debidas ¡ 
o en cantidad mayor que la legal sean entregadas al Estado. La san, ¡ 
ción consiste en prisión, multa e inhabilitación. l 
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REPUBLICA DEL SALVADOR 

El Código Penal Salvadoreño, del año de 1904, llama al delito 
C:>..llcción ilegal, capítulo XII; y lo reglamenta dentro de los cometidos 
por empleados púhlicos en el ejercicio <le sus cargos, título VII; arts.: 

" ·~ 
~ 
l 
i; 347. - .. El funcionario público que indebidamente impusiere ! una contribución o arbitrio, o hiciere cualquiera otra exacción con 
lf destino al servicio público, será castigado son seis meses de prisión l menor". 

~' Cuando Ja exacción hubiere sido resistida por el contribuyente 
·~ como ilegal, y se hiciere efectiva empleando la fuerza pública, las pe• 
~; nas serán de un año de prisión mayor e inhabilitación absoluta por el 
% tiempo de la condena. 
% 

i. 
1 

~ 

348 .-"Si el funcionario cometiere en provecho propio las exac• 
ciones expresadas en el artículo anterior, será castigado como .reo de 
robo". 

:1, 

Í: 350.-.. El funcionario público que exigiere directa o indirecta· 
1 mente ma~orcs ~erechos de los que le está~ señalados p~r razón de su 
f cargo, sera castigado con nna multa eqmvalentc al cul'.druplo de la t cantidad t!xigida. 
i El cu!pabte habitual de tstc delito incurrirá, además, en la pe• 
f na de cuatro años de inhabilitación absoluta" . , 
f Se observa cómo el delito se presenta, cuando se impone por et 
t funcionario público una contribución o arbitrio al particular, aun en 
1 el caso de que sea para el Estado; se aplica como sanción, la de pri• 
~ sión, que se aumenta en caso de uso de fuerza pública {art. 347). Se 
i considera culpable del delito de robo al concusionario que se apropie 
j de lo obtenido (Art. 348). Se castiga con multa e inhabilitación ah• 
J solut.a er. ::aso de ser habitual el delito al funcionario que exigiere ma· 
• yores derechos que los señalados en la ley . 

VENEZUELA 

El Código Penal Venezolano, del año de 1933, llama al delito, 
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concusión, Capítulo 11; y lo re~lamenta dentro de aquellos que se co­
meten contra la cosa pública, titulo 111, arts: 

196. -"Todo funcionario que abusando de sus funciones, cons• 
triña a alguna persona a que dé o prometa a él mismo o a algún ter­
cero alguna $Uma de dinero u otra ganancia o dádiva indebida, será 
castigado con prisión de dieciocho meses a cinco años. 

Si la suma o cosa indebidamente dada o prometida es de poco 
valor, la prisión será por tiempo de tres a veintiún meses". 

197 .-"Todo funcionario que abusando de sus funciones, in- , 
d~a a alguna persona a que cometa alguno dr los hechos a que se j 
refiere el artículo anterior, será castigado con prisión de dos a diez y 1 

• .. 1 seis meses • ? 
¡ 

Si recibiendo el funcionario públ!co lo que no le era debido no 1 
.hace más que aprovecharse del error de otro, la prisión será de tres a ¡ 
quince meses. j 

Si la suma o la cosa indebidamente dada o prometida fuere de l 
poco valor, la prisión, en el primer caso, será de uno a diez meses; y ¡ 
en el segundo de quince días a seis meses" . ¡ 

¡ 

En este C...ódigo, el delito existe cuando el funcionario constriñe ! 
a un particular a dar o prometer dinero, ganancia o dádiva indebida. ¡ 
La sanción que se aplica es la de prisión, la cual se atenúa por el he- I . 
cho de tratarse de dinero o cosas de poco valor. 1 ¡ 

1 Véaee a L. Jimfoet de Asúa, C6digos Iberoamericanos, Tomo l. 

-98-



CAPrrutO VD 

CONCLUSIONES 



1 
1 

f ¡ 
l r 
i 

1 

l.a concusión es un delito que sólo puede ser cometido por fun­
cionarios o empleados encargados de un servicio público, que con 
tal r.arácter y a título de impuesto o contribución, recargo, renta, ré­
dito, salario o emolumento, exijan, por sí o por medio de otro, dinero, 
valores, servicios o cualquiera otra cosa que sepan no es debida, o en 
mayor cantidad que la señalada por la Ley. 

11 

Es un delito que tal como está reglamentado en nuestro Código 
Penal no puede aplicarse a los funcionarios o empleados de organis­
mos descentralizados por servicio. Cosa que si se quiere, hace nece­
sario se reforme el artículo, tal como se hizo con el delito de pecula, 
do, según Decreto de 31 de diciembre de 1945. 

111 

De acuerdo con el capítµlo 11 . Artículo 18 de la Ley de Respon' 
sabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación, del Dis• 
trito y Territorios Federales y de los altos funcionarios de los Esta• 
dos, w.sulta Ja concusión un delito oficial. 
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IV 

La concusión es un delito que sólo pueden cometerlo fondona; 
rios y empleados públicos, pero nunca altos funcionarios. (.Artículos 
13 y 18 de la Ley de Responsabilidades de Funcionarios) • 

V 

Es preciso se amplíe la fracción XXIV del Artículo 18 de la Ley 
de Responsabilidad de funcionarios, para que se baga extensiva la 
aplicación del delito a los encargados o comisionados de un funciona· 
rio público, que cometan el delito. 
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